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D TEXTO DE LA CITACION 
“Montevideo, 4 de julio de 1986. 


La CAMARA DE SENADORES se reunirá, en sesión 
extraordinaria, el próximo lunes 7, a la hora 17, a fin de 
informarse de los asuntos entrados y considerar el si- 
guiente 


ORDEN DEL DIA 


Continúa la discusión general y particular del pro- 
yecto de ley por el que se establecen las facultades y 
poderes que tendrán las Comisiones Investigadoras 
previstas por el artículo 120 de la Constitución de la 
República. 


(Carp. N* 272/85 - Rep. N* 26/86) 
LOS SECRETARIOS.” 
2) ASISTENCIA 


ASISTEN: los señores senadores Aguirre, Araújo, Ba- 
talla, Batlle, Capeche, Cersósimo, Cigliuti, Fá Robaina, 


Flores Silva, García Costa, Gargano, Jude, Lacalle He- 
rrera, Martínez Moreno, Mederos, Ortiz, Pereyra, Posadas, 
Pozzolo, Ricaldoni, Rodríguez Camusso, Senatore, Singer, 
Tourné, Traversoni, Ubillos, Zorrilla y Zumarán, 


FALTA: con licencia, el señor senador Ferreira, 


3) ASUNTOS ENTRADOS 


SEÑOR PRESIDENTE, — Habiendo número, está 
abierta la sesión. 


(Es la hora 17 y 6 minutos) 
——Dése cuenta de los asuntos entrados, 
(Se da de los siguientes) 
“Montevideo, 7 de julio de 1986. 
El Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca remi- 


te la información solicitada por el señor senador Raumar 
Jude sobre fiebre aftosa. 


20.8. CAMARA DE SENADORES 


—A disposición del señor senador Raumar Jude. 


La Cámara de Representantes comunica haber desig- 
nado a los señores representantes Tabaré Viera y Héctor 
Barón para integrar la Comisión Administrativa del Po- 
der Legislativo para el Segundo Período de la presente 
Legislatura. 


—Téngase presente, 


La Cámara de Representantes comunica que ha desig- 
nado a los señores representantes Washington Cataldi, 
Miguel Manzi, Nelson Arredondo, Gustavo Varela, Luis 
José Martínez, Julio Maimo Quintela y Yamandú Fau 
como integrantes Titulares de la Comisión Permanente 
para el Segundo Período de la presente Legislatura, y 
como suplentes a los señores representantes Guillermo 
Stirling, Roberto Asiaín, Oscar Gestido, Carlos M. Fre- 
sia, León Morelli, Raúl Rosales Moyano y Héctor Lescano, 
respectivamente. 


—Téngase presente. 


El señor senador Carlos Julio Pereyra solicita, de con- 
formidad con lo establecido en el artículo 118 de la Cons- 
titución de la República, el envío de un pedido de infor- 
mes al Ministerio de Economía y Finanzas, referente a la 
aplicación de la Ley N* 15.786. 


—Procédase como se solicita. 


La Junta Departamental de Durazno, de conformidad 
con lo establecido en el artículo 296 de la Constitución de 
la República, remite nota por la que acusa a varios inte- 
grantes de dicho Cuerpo. 


(Carp, N? 549/86) 


—A la Comisión de Asuntos Administrativos.” 


4) SOLICITUD DE LICENCIA 


SEÑOR PRESIDENTE. -—- Dése cuenta de una solici- 
tud de licencia. 


(Se da de la siguiente: ) 


“El señor senador Ferreira solicita licencia por el día 
de hoy por razones de salud,” 


—Si no se hace uso de la palabra, se va a votar si se 
concede la licencia solicitada. 


(Se vota:) 
—-15 en 15. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


5) COMISIONES INVESTIGADORAS. 
Sus facultades y poderes. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Se entra en el orden del 
día con la consideración del asunto motivo de la convoca- 
toria: “Proyecto de ley por el que se establecen las facul- 
tades y poderes que tendrán las Comisiones Investigado- 
ras previstas por el artículo 120 de la Constitución de la 
República. (Carp. N9 272/85. Rep. N* 26/86)”. 


(Antecedentes: ver 212 S, O.) 
—Continúa la discusión general del proyecto. 
Tiene la palabra el señor senador Ricaldoni, 


A SEÑOR RICALDONI. — Señor Presidente: en la últi- 
ma sesión en que se trató este tema, o sea, la semana pa- 
sada, me preguntaba si es conveniente o no un nuevo in- 
tento de reglamentación del articulo 120 de la Constitu- 
ción por vía legislativa. Decia que sí y adelantaba mi 
propósito de votar, en general, el proyecto elaborado por 
la Comisión de Constitución y Legislación del Senado. 
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No me voy a extender, si se me permite la expresión, 
haciendo excursiones de tipo doctrinario ni me voy a de- 
tener en recordar la evolución en el derecho parlamenta- 
rio comparado, en lo que tiene que ver con los poderes de 
las Comisiones Investigadoras porque, entre otras razones, 
el señor senador Aguirre, en su excelente disertación del 
otro día, en mi opinión aportó los elementos de juicio ne- 
cesarios para que cada uno de aquellos miembros del Cuer- 
po que no participaron en la evolución del proyecto ten- 
gan los suficientes elementos de juicio como para decidir 
respecto de la cuestión que estamos considerando. 


Como ya se ha hablado mucho en Sala sobre invoca- 
ciones doctrinarias y antecedentes parlamentarios, consi- 
dero que ello hace innecesario volver sobre el tema en mi 
exposición. Pero, sin embargo, no obsta para que me pue- 
da referir someramente a algunas de las objeciones que 
he escuchado, tanto en Sala como a nivel periodístico. Se 
han hecho críticas al proyecto que entiendo que son real- 
mente injustas, seguramente poco meditadas. Estoy con- 
vencido de la necesidad de reglamentar el precepto consti- 
tucional del artículo 120, lo que me mueve a hacer algunas 
observaciones respecto a lo dicho sobre este proyecto. 


En Sala hemos escuchado, en primer lugar, la afirma- 
ción de que es preferible, cuando sea necesario, dictar una 
ley especial para atender las necesidades de una investi- 
gación a realizar por una Comisión Investigadora. 


Señalo muy simplemente, señor Presidente, que preci- 
samente, la experiencia parlamentaria nacional y, sin du: 
da, la de la práctica parlamentaria que se muestra en el 
campo de los países democráticos, demuestra que, frecuen- 
temente, el apuro por investigar puede dar lugar a que se 
dicte una ley especial inconveniento, o bien porque des- 
borda lo que pueden ser las competencias naturales del 
Parlamento, o bien porque retacea lo que deben ser las 
facultades que tienen esas Comisiones parlamentarias. 


Digo, también, que el apuro por investigar que se 
plantea allí en el momento en que la cuestión tiene una 
determinada temperatura política, puede —y seguramente 
más de una vez ha podido— efectivamente impedir la 
sanción de una ley especial necesaria para la Comisión 
parlamentaria de que se trate. Ello ha hecho que Ja inves- 
tigación se vea trabada. En este sentido, cabe recordar 
que esas trabas están vinculadas con dudas que perma- 
nentemente se están manejando y se han ido produciendo 
en la vida de este Parlamento: dudas sobre qué es lo que 
se puede investigar; dudas sobre cuáles son las competen- 
cias de las Comisiones parlamentarias de asesoramiento, 
las Comisiones parlamentarias de investigación, y dudas 
sobre los medios que puede hacer efectivo el ejercicio de 
las competencias no claramente establecidas de esas Co- 
misiones del artículo 120, 


Además, también, como forma de refutar esta crítica, 
en el sentido de que es preferible crear la ley especial 
cuando ella sea necesaria, se hace evidente que cada vez 
que se dicte una ley de esta naturaleza, frente al hecho 
incontrastable de que la discusión en torno a la ley espe- 
cial termina siendo sobre el fondo del asunto, sobre el 
tema objeto de la tarea de la Comisión que se crea por la 
Cámara designante o por la Comisión Permanente, en el 
trasfondo hay un problema político que impide, sin duda, 
que la discusión sobre las facultades que la ley especial 
le dé a la Comisión parlamentaria sean las que realmente 
corresponden en la emergencia. 


Se ha dicho, también, señor Presidente, que hasta 
ahora las Comisiones parlamentarias funcionaron, y bien, 
sin una ley especial. Contesto a ese argumento, señalan- 
do, en primer lugar, que las Comisiones Investigadoras 
han funcionado mal, regular, bien y que de eso tenemos 
evidencias tanto en la Cámara de Senadores como en la 
de Representantes. Agrego que si se admite el criterio 
de que las Comisiones funcionaron sin necesidad de una 
ley especial, tendríamos que hacer lo propio, por vía de 
consecuencia, con una afirmación de tono más general, o 
sea, que ninguna norma constitucional tendría por qué 
ser reglamentada. Esta aseveración nos haría caer en con: 
tradicciones y más aún, en efectos absurdos en lo que 
tiene que ver con lo que es la labor parlamentaria. 
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En un plano todavía más amplio, me pregunto, señor 
Presidente: ¿Qué sería del futuro de este país si nosotros 
consideráramos que cualquier cambio, en esa especie de 
“statu quo” en el que se creen advertir tantas bondades, 
que pudiera significar una evolución en el Parlamento, se 
escapara de la legalidad? Así, ninguna reforma, ninguna 
creación y ningún progreso serían posibles, y esto cabe 
tanto para el tema legislativo como para cualquier otro. 
Uno podría cuestionar, por ejemplo, para qué mejorar la 
capacidad exportadora del país si hemos vivido hasta 
ahora sin tratar en serio de hacerlo. ¿Para qué abrir nue- 
vos mercados, si desde que el país existe, hace más de un 
siglo y medio, ha subsistido sin ella? 


¿Para qué bregar -—como dice el programa del Par- 
tido Colorado— por modificar las estructuras del país con 
el objato de progresar si cor lo que tenenios hemos vivi- 
do razonablemente bien? 


Enfocar el tema desde el punto de vista de que sin 
ley reglamentaria se han constituido Comisiones de aseso- 
ramiento con fines legislativos o de investigación, es no 
advertir que, cada vez que se ha creado una Comisión sin 
una ley especial, se han planteado enormes dudas sobre 
qué es lo que se puede hacer o no y cómo es que debe 
llevarse a la práctica aquello que se puede hacer. Eso no 
ha ocurrido cuando existió una ley especial. 


Lamentablemente, el fervor con que se manejan Jos 
aspectos políticos aue se involucran en el tema, hace que 
la ley, en vez de tener las características que debe tener, 
razonable y razonada, sea el fruto del apasionamiento mo- 
mentáneo, y no lo más satisfactorio para la jerarquía del 
Parlamento ni para el adecuado cumplimiento de sus fines. 


Creo que el señor senador Fá Robaina dijo algo que 
tendría que ver con la amenaza poco menos que inevita- 
ble al principio de autoridad, al referirse a Jos funciona- 
rios subalternos que son convocados por una Comisión In- 
vestligadora, Aunque no me agrada discrepar con el señor 
senador, entiendo que cualquier análisis, desapasionádo, 
que se haga sobre la labor parlamentaria —dentro y fue- 
ra del pais— demuestra que la presencia de funcionarios 
subalternos es frecuentemente fundamental vara ventilar, 
estudiar y resolver sobre la cuestión sometida a una Co- 
misión parlamentaria. En ese sentido, se ha hecho, tam- 
bién, una invocación a las llamadas facultades implícitas, 
inherentes a cualquier aspecto de la labor parlamentaria 
y si no recuerdo mal se hizo una referencia al artículo 332 
de la Constitución de la República, 


Me parece que, justamente, buscar el respaldo de una 
posición contraria a la que sustenta la reglamentación del 
artículo 120 de la Constitución, acudiendo a las facultades 
o a las competencias implícitas, significa lisa y llanamente 
introducirse en forma permanente en el tema de la inde- 
finición de las materias a investigar y asimismo, repito, 
de las competencias que deben tenerse en materia de in- 
vestigación, de asesoramiento con fines legislativos y de 
los medios para que esas competencias se hagan efectivas. 


Además, no creo que del artículo 332 de la Constitu- 
ción se puedan sacar conclusiones que aventen Jos riesgos 
y preocupaciones que esto tema de por sí muy importante 
despierta en todos los señores senadores. Sobre la refe- 
rencia a la aplicabilidad inevitable de todos los preceptos 
de la Constitución que reconocen derechos a los individuos 
así como los que atribuyen facultades e imponen deberes 
a las autoridades públicas —que están vinculados directa- 
mente con los fundamentos de leyes análogas, con los prin- 
cipios generales de derecho y con las doctrinas general- 
mente admitidas— digo, señor Presidente, que si habla- 
mos de los fundamentos de leyes análogas, tendremos que 
ir a los de las leyes especiales que se han dictado para 
determinados casos de la vida parlamentaria del país. Si 
acudimos a los principios generales del Derecho y a las 
doctrinas generalmente admitidas, nos vamos a encontrar 
con que hay potestades en las que, por ejemplo, figuran 
la de la concurrencia de los funcionarios subordinados, 
que no ha sido discutida en la experiencia parlamentaria 
recogida por otros Estados. 


Además, señor Presidente, se ha afirmado que una ley 
general reglamentaria de este artículo 120 de nuestra Car- 
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ta seria —y lo tengo anotado textualmente— un estimulo 
para la investigación por la investigación en sí misma. 
Debo confesar que no entiendo el argumento, porque de 
si de algo se trata, a través de este proyecto de ley, es de 
buscar o promover, precisamente, un marco legal, gene- 
ral, reglamentario de la Constitución, que no solamente 
estabiezca las potestades de las Comisiones parlamentarias 
sino, también, las fronteras que ellas no podrán traspasar. 


No voy a reiterar, ahora, lo que los señores senadores 
Fá Robaina y Aguirre han dicho con respecto a que no 
se puede entrar en aquello que es de la competencia ex- 
presa de otros Poderes del Estado, porque ese es un tema 
sobre el que no creo gue aqui, en el Senado, haya discre- 
pancias. 


El señor senador Singer señaló que la investigación no 
está prevista en el artículo 85 de la Constitución y que 
eso constituye una facultad de tipo excepcional, que la 
Carta le ha atribuido al propio Parlamento. Tampoco lo- 
gro entender este argumento, señor Presidente, porque si 
se dice que no está en el artículo 85, yo digo que está en 
el 120 de la Constitución. De modo que el hecho de 
que no figure en un determinado lugar no le quita ni 
agrega nada a los que sostenemos la reglamentación del 
citado artículo 120 de la Carta. 


Además, señor Presidente, quiero dejar sentada mi dis- 
crepancia con la afirmación de que el papel de la Comi- 
sión pariamecntaria es una facultad excepcional del Par- 
lamento. Por contrario, considero que la facultad es inhe- 
rente a la tarea parlamentaria. Y como es inherente a la 
actividad legislativa, reitero, mal se puede señalar, como 
aquí se ha dicho, que es una facultad excepcional. 


Otro argumento que he leído en Sala, en la sesión 
anterior, es que el constituyente no mandó reglamentar 
el artículo 120, Y mi respuesta también es de sorpresa 
puesto que el constituyente no suele mandar reglamentar 
sus preceptos, es decir, los de la Constitución. De lo que 
se trata es de que no lo prohíbe. Mal podría prohibirio, 
porque reglamentar es darle sentido claro a las normas 
que aparezcan oscuras para el Parlamento. Precisamente, 
pienso que la confusión imperante respecto de los alcances 
de las Comisiones parlamentarias, vuelvo a decirlo una vez 
más, es lo que justifica que hagamos este esfuerzo de pro- 
yectar en esta Cámara una ley reglamentaria que satis- 
faga la totalidad de los intereses que están en juego en 
una materia tan delicada. 


También se ha dicho en esta Sala que las facultades 
coercitivas que tiene el proyecto elaborado por la Comi- 
sión que ya integro, vulnerarían el espíritu liberal de la 
Constitución. 2 


En primer lugar, me adelanto a señalar que para mí, 
el liberalismo que impregna la Constitución, sin ninguna 
duda nada tiene que ver con las facultades compulsivas 
o cumpulsorias de las Comisiones parlamentarias, El libe- 
ralismo, tal como lo entendemos todos, es otra cosa. Por 
lo tanto, no deseo distraer la atención del Cuerpo en un 
tema lateral al que estamos considerando. Además, no 
olvidemos que no todas las Constituciones liberales, con 
texto expreso o sin él, tienen normas expresas en la ma- 
teria. Constituciones tan liberales como la de los Estados 
Unidos de Norteamérica tampoco las tienen, al igual que, 
por ejemplo, la de la República Argentina y, sin embargo, 
2 su amparo, nadie ha discutido que estas Comisiones par. 
lamentarias deben tener un marco adecuado de funciona- 
miento. Eso es algo que se ha ido elaborando con la prác- 
tica parlamentaria y si bien no eliminan todos los pro- 
blemas que se pueden plantear, dada la heterogeneidad de 
las cuestiones que se someten a las Comisiones parlamen- 
tarjias, en los puntos realmente importantes tienen un con- 
senso prácticamente indiscutible. 


El otro tema que se mencionó en la sesión celebrada 
la semana pasada, se refiere a una presunta irconstitucio- 
nalidad del artículo 12 del. proyecto porque se invocaba 
el antecedente derivado de una resolución del Consejo Na- 
cional de Gobierno, del 22 de octubre de 1959, en la que 
—según se dijo en Sala— se sostenía la improcedencia 
del nombramiento de Comisiones Investigadoras en lo que 
tiene que ver con la etapa previa del llamado juicio po- 
ítico. 
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He leído con suma atención esa nota del Consejo Na- 
cional de Gobierno enviada al Vicepresidente de la Cáma- 
ra de Representantes de la época y lo que en realidad 
allí se señala —y sobre este tema no me voy a extender 
porque entiendo que quizás es un asunto para analizar en 
la discusión particular del proyecto— es que habia un pe- 
dido de informes enviado al Consejo Nacional de Gobier- 
no en 1959 del cual no se deducía claramente si era con 
vistas a la posibilidad de plantear un juicio político o con 
otras finalidades, Lo que sostenía esta nota —tema opi- 
nable, sin duda, pero eso es harina de otro costal— es 
que si no se determinaba que la finalidad era -—porque 
se trataba de un Consejero Nacional de Gobierno— inves- 
tigar determinados hechos a efectos de realizar un even- 
tual juicio político, no cabía el nombramiento de una Co- 
misión Investigadora puesto que a un Consejero Nacional 
de Gobierno sólo se le podía juzgar a través de ese me- 
canismo. 


Ese es otro tema y el mismo no está en colisión con 
lo que establece el apartado a) del artículo 12 del proyec- 
to, donde se distinguen —con felicidad o no, creo que eso 
es claro— los cometidos de las Comisiones previstas en el 
artículo 120 de la Constitución. Conforme al apartado a) 
ellos son, por una parte, investigar aquellas situaciones 
que se consideren ilícitas o irregulares, a tin de corregir- 
las y hacerlas cesar mediante el ejercicio de los poderes 
jurídicos de control administrativo. Esa es una hipótesis. 
La otra es investigar situaciones que se consideren ilícitas 
o irregulares a fin de promover un juicio político. Que 
se diga esto, no es una inconstitucionalidad. Se podrá dis- 
cutir en su momento, si es que este proyecto termina 
siendo ley, si una Comisión puede o no juzgar a aquellas 
autoridades pasibles de juicio político por algo que no 
derive en la instancia de ese tipo de juicio. Pero sobre 
ese tema, este proyecto no se pronuncia, porque no es su 
objetivo. 


La objeción apunta a otro problema, a lo que es la 
sustancia, la materia propia de este proyecto de ley. 


Lamento plantear estas discrepancias que natural- 
mente me colocan, involuntaria pero inevitablemente, en 
la necesidad de hacer alusiones a lo que han expresado 
dos queridos compañeros de bancada como son los señores 
senadores Fá Robaina y Singer. Pero como formo parte 
de la misma Comisión que dichos señores senadores y, a 
la vez, de la bancada del Partido Colorado, quiero señalar 
mis discrepancias en este sentido, así como también con 
algunas críticas que no se han hecho dentro de la Sala 
y que forman parte de eso que admito como lícito, como 
respetable, pero que en lo que me es personal considero 
no compartible, y que surge de algunos comentarios pe- 
riodísticos hechos a raíz de la presentación de este pro- 
yecto de ley por la Comisión de Constitución y Legis- 
lación. 


Señor Presidente: no creo —el análisis y el repaso del 
articulado del proyecto lo habrá de demostrar— que aquí 
se estén creando o se esté intentando hacerlo, ni tribuna- 
les de inquisición, ni Juzgados de Instrucción, ni que es- 
temos promoviendo con un proyecto de ley en esta ma- 
teria “un inevitable cúmulo ---y estoy leyendo textual- 
mente— de fricciones entre los Poderes y un previsible 
desorden con efectos impredecibles”. 


No creo que estas críticas sean justas porque, precl- 
samente, en el error o en el acierto de algunas de las dis- 
posiciones de este proyecto, estas son las cosas que, junto 
con otras, se quieren evitar, El proyecto tiende a que el 
Parlamento tenga una Jey general que reglamente las Co- 
misiones previstas en el artículo 120. Pero, repito, en el 
acierto o en el error —eso lo juzgará el Senado— tam- 
bién pretende que se evite al país, a la opinión pública y 
al propio Parlamento, el desborde de las competencias de 
las Comisiones parlamentarias, investigando mal; investi- 
gando lo que no se tiene que investigar, o cosas que sí se 
deben investigar, recurriendo a competencias que no le 
corresponden, o utilizando medios o herramientas incon- 
ciliables con los textos constitucionales. 


Con el respeto que me merecen las opiniones ajenas, 
creo que esa resistencia a considerar la posibilidad de la 
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aprobación de un proyecto general en esta materia, signi- 
fica que el mismo no se ha leído, ni se ha estudiado con 
atención. 


Creo que se es muy injusto con quienes hemos traba- 
jado tantos meses en la Comisión, en el acierto o en el 
error —repito— porque esa es su tarea, como la del Ple- 
nario es corregir lo que entienda que está mal elaborado. 
Pero esa tarea no debe hacer olvidar que los siete miem- 
bros de la Comisión hemos trabajado —y de eso doy fe— 
tratando de corregir los indiscutibles desbordes y desacier- 
tos del proyecto aprobado por la Cámara de Representan 
tes, a lo que me referiré luego. 


Concluyo esta parte de mi exposición diciendo que no 
debemos perder de vista que el legislador está obligado 
a informarse, a controlar y a legislar cuando ello sea nece- 
sario. Esto forma parte, precisamente, de las materias 
previstas en el artículo 120 de la Constitución y, por lo 
tanto, estoy convencido de que deben ser reglamentadas. 


SEÑOR PAZ AGUIRRE. — ¿Me permite una inte- 
rrupción, señor senador? 


SEÑOR RICALDONI. — Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Puede interrumpir el señor 
senador. 


SEÑOR PAZ AGUIRRE, -— Simplemente deseo decir 
dos palabras porque me interesa dejar en claro que cuan: 
do al cabo del estudio de un proyecto en Comisión los se- 
nadores que no participamos en esas deliberaciones tene- 
mos algunas discrepancias, dudas o reservas con respecto 
a determinados alcances que se le dan al mismo, eso no 
significa, en absoluto, una desconsideración para con los 
miembros de la Comisión ni que no se valore el esfuerzo 
que han realizado. Todos los miembros de la Comisión 
que han estudiado este proyecto nos merecen la mayor 
consideración y nos consta, además, que han hecho un 
trabajo dedicado, esforzado, responsable y serio. Pero eso 
es independiente de que podamos estar de acuerdo o no 
con algunos de los preceptos que se informan o proponen 
al Senado. 


Quería dejar en claro esta situación para que nadie 
pueda interpretar —como parece surgir de las palabras 
del señor senador Ricaldoni— que existe un menoscabo 
del respeto o la consideración que podamos tener por los 
miembros de la Comisión por el hecho de discrepar con 
algunas de las conclusiones a las que ellos llegan, 


SEÑOR PRESIDENTE. — Puede continuar el señor 
senador Ricaldoni. 


SEÑOR RICALDONI. — Agradezco la aclaración del 
señor senador Paz Aguirre y me doy por satisfecho con 
ella. Naturalmente, no esperaba menos de él ya que al- 
gunas de las referencias que he hecho apuntan a su plu- 


* ma periodística. 


Continuando con un análisis lo más esquemático posi- 
ble, debo decir que hay un capítulo, no ya de críticas que 
se han realizado —a las que me acabo de referir creo que 
con bastante objetividad-— sino de aquellas que podrían 
haberse hecho pero que no se efectuaron. 


Es notorio que en esta bancada -—como le sucede a 
cualquier bancada democrática y le debe ocurrir a todas 
las de este Parlamento, en cualquiera de las dos Cáma- 
ras— frecuentemente existen puntos de vista discrepantes 
sobre un tema. No tengo por qué ocultar que en su mo- 
mento, en nuestra bancada hubo discrepancias con respec- 
to a las virtudes y defectos de este proyecto. 


Con la misma pretendida claridad con que acabo de 
señalar aquellos aspectos de los que no me apeo, debo de- 
cir que de las francas, leales y, por supuesto, amistosas 
discusiones que tuvimos dentro de la bancada, he agre- 
gado algumas cosas a mi punto de vista y ellas son las 
que me mueven a manifestar aquí que quizá hubo alguna 
crítica que pudo haberse hecho al proyecto pero no se 
efectuó. Esto, en definitiva, significa repensar algunas de 
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las normas concretas del propio proyecto habida cuenta 
—-JJo reitero una vez más— de mi convicción de que debe- 
mos hacer esfuerzos por aprobar una ley que reglamente 
el artículo 120 de la Constitución. 


Las semanas que han transcurrido entro la finaliza- 
ción de la labor de lá Comisión y el momento en que este 
proyecto ha entrado al Plenario, me han permitido pen- 
sar y he llegado a la firme convicción de que en el pro- 
yecto hay una falta de previsión acerca de la tutela efec- 
tiva de ciertos intereses del Estado are en alguna circuns- 
tancia podrían verse gravemente afectados por una inves- 
tigación. Es importante decir esto y, en su momento, debe 
"movernos a buscar aquellas fórmulas sustitutivas que per- 
feccionen los indudables méritos de este proyecto. 


Dentro de determinadas áreas de la actividad estatal 
hay temas concretos en los que pueden ser necesarias una 
disminución o una exclusión de las potestades de investi- 
gación y asesoramiento de las Comisiones a que se refiere 
al artículo 120 de la Constitución. 


No quiero entrar ahora a detallar con ejemplos, lo que 
podría significar el traer a la luz pública, involuntaria- 
mente, algunos asuntos que comprometen los altos inte- 
reses del Estado. Por más loable que fuera el propósito de 
investigar, puede crearse un efecto contrario al propuesto 
por el acto por el cual una Cámara o la Comisión Perma- 
nente resuelven la designación de una Comisión Investi- 
gadora. 


Esto deriva de la propia naturaleza de los asuntos. 


Todos los que estamos interesados en este tema he- 
mos ido y venido, recorriendo de arriba hacia abajo, y 
de abajo hacia arriba el Tomo 1V de “La Constitución 
Nacional”, de Justino Jiménez de Aréchaga, donde se 
trata exhaustivamente el tema de las Comisiones parla- 
mentarias y también de todos aquellos instrumentos de 
que dispone el Parlamento para saber qué pasa en la Ad- 
ministración, en el Estado. El propio Justino Jiménez de 
Aréchaga reconoce que hay ciertas áreas de la actividad 
estatal que deben ser preservadas de la curiosidad —legí- 
tima, por supuesto— del Parlamento. 


De la página 53 de este Tomo IV -—que muchos de 
nosotros hemos vuelto a leer luego de la época estudian- 
til— cito a Viviani que en el Parlamento francés, en 1916, 
respondió a un legislador, diciendo: “Esos informes me 
han sido comunicados para que yo los utilice, no para 
que los publique”. Menciono también lo que dijo Todd: 
“Cuando los servicios responsables de la Corona declaran 
que una información pedida por el Parlamento no podría 
ser dada sin perjuicio para el servicio público por obras 
razones mayores, el Parlamento no debe insistir”. Justi- 
no Jiménez de Aréchaga también cita la fórmula del Par- 
lamento estadounidense que consiste en la tradicional fra- 
se “Pídese al Presidente trasmita al Senado” —o a la 
Cámara de Representantes— “si no fuese incompatible 
con el interés público, información completa respecto de”. 
etcétera, 


Sobre esto tendremos que conversar y reflexionar to- 
dos juntos en su momento. Creo en las ventajas de una 
ley en esta materia, pero sobre la misma debe existir con- 
senso, para lograr que este proyecto de la Comisión de 
Constitución y Legislación se perfeccione aún más. 


Pero no solamente debemos estudiar el tema de las 
materias que son obieto de labor de estas Comisiones par- 
lamentarlas, sino también —-y esto tenemos que decirlo 
claramente— la situación de relativa pequeñez y debili- 
dad que tiene el país frente a una sociedad internacional 
de las características que todos conocemos y a un entor- 
ño que permanentemente nos hace ser sensibles a la nece- 
sidad de preservar al Estado de todo aquello que pueda 
atentar contra su propia integridad. 


Es valor entendido, sin duda, que quienes mayor ape- 
go deben tener por la moral y el Derecho Internacional, 
son aquellos paises pequeños y débiles. Nuestro país es 
pequeño y débil, por más que en muchos aspectos sea 
grande, pero no tiene la posibilidad de defenderse con 
las armas contra una agresión organizada de un mundo 
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avasallante y prepotente. Nuestro país se Va a defender 
como lo ha hecho siempre: a través de la. defensa de 
valores esenciales, jurídicos y morales. 


A propósito de lo que estoy expresando, en este mo- 
mento me viene a la memoria —porque algo tuve que ver 
ccn ese punto del programa del Partido Colorado— la re- 
ferencia, dentro de la parte de política internacional, a la 
obligación del Partido Colo:ado de respetar y renovar el 
Derecho Internacional, que también es la de tados los 
Partidos que estamos representados en este Parlamento. 
Esa referencia no tiene sólo una raíz principista, sino que, 
obviamente, también tiene un fundamento absolutamente 
pragmático. Para defender al país no podemos apostar a 
i2 fuerza material, sino a una “imagen de país” basada, 
precisamente. en el cuidadoso respeto de todos aquellos 
elementos que tienen que ver con su estabilidad e inte- 
gridad. Entonces, repito, ya no es sólo la sustancia, lo que 
ncs áebe llamar a pensar en esta materia, sino que tam- 
bién debe ser el papel, el valor y el peso que tiene el 
país en el concierto internacional. 


Siguiendo adelante con este tipo de reflexiones, debo 
ñalar que también es menester no perder de vista que 
Ás competencias —que en el momento sí forman parte 
de esa zona peligrosamente fluida de las competencias 
implícitas Ge las Comisiones parlamentarias— están en- 
varzadas y entrelazadas con muchas otras facultades de 
las que dispone el Parlamento. 


El artículo 120 de la Constitución está antecedido por 
el 118, que establece el derecho de los legisladores a so- 
licitar datos e informes, y por el 119 que consagra el 
Gerecho de llamar a Sala a los jerarcas de la Adminis- 
tración. A su vez, está seguido por el artículo 147 y si. 
guientes, referidos a censuras y caidas de Ministros. Exis- 
te toda una larga serie de disposiciones relativas a juicios 
políticos o figuras similares, como las que tienen que yer 
con el Presidente y Vicepresidente de la República, que 

están establecidas en los artículos 93, 102 y 172 de la 
Constitución. El artículo 296 hace mención a los Inten- 
dentes; el 114 a nosotros, los legisladores; los artícuios 93 
y 102 a los miembros de la Corte Electoral, y a los de la 
Suprema Corte de Justicia; el 296 a los miembros de las 
Juntas Departamentales. Asimismo, los articulos 93 y 102 
se E Éen al Tribunal de lo Contencioso Administrativo; 
el 209, al Tribuna! de Cuentas; los 178 y 179, a los Minis- 
tros de Estado. Quiere decir que el tema no empieza y 
termina con la reglamentación del artículo 120. Debemos 
tener en cuenta que este Parlamento posee una rica ga. 
ma de potestades que le permite saber qué ocurre a nivel 
de la Administración Pública y cómo se debe legislar a 
partir de: análisis o de la investigación que se efectúe, 


Pienso que es conveniente desvanecer algunas dudas 
de tipo semántico, que se han planteado en la discusión 
de este tema, 


E] término “investigar” es un concepto, no sólo desde 
el punto de vista gramatical, sino que debe existir en el 
pensamiento de los miembros de la Comisión de Consti- 
tución y Legislación. Además, no tiene solamente por ob. 
jeto detectar si hubo o no delito, y a partir de ello, si 
existe o no una responsabilidad política. “Investigar” 
también es contar con elementos de juicio para poder le- 
gislar con precisión. 


Recuerdo que el año pasado este Parlamento dedicó 
centenas de horas al tema de la legislación de alquileres, 
y las Comisiones encargadas de estudiarlo, estuvieron in- 
vestigando —mal, regular o bien— sobre la realidad en 
esa materia en este país. Esa fue una tarea de una Comi. 
sión Especial, en la que. existian algunos puntos que de- 
bían ser investigados, tales como mercado de inmuebles, 
nivel de arrendamientos, desocupación de fincas, etcétera, 
Por lo tanto, señor Presidente, pienso que a las palabras 
hay que colocarlas en su justo término. 


Entonces, me pregunto si realmente se justifica la 
Oposición A una ley general, y si hay algún elemento ra- 
cional para afirmar que no debe ser reglamentado el 
artículo 120. Al respecto, personalmente, debo decir que 
no lo encuentro. 
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Estimo que, naturalmente, vira cosa seria dar pie pa- 
ra que progresara en el Senado la aprobación de un 
proyecto como el de la Cámara de Representantes, que 
creo es realmente equivocado. Ese proyecto, si mal no 
recuerdo, fue aprobado por la Cámara de Representantes 
el 10 de julio del año pasado. y fue el factor desentade- 
nante de la labor de a Comisión de Constitución y 
Legislación. El artículo 1% de dicho proyecto establece 
que las Comisiones.Investigadoras tienen amplias faculta- 
des y poderes para el cumplimiento de los cometidos que 
especificamente le son asignados por la resolución que 
dispone su creación. O sea, todo lo que se le ocu:ra a 
la Cámara designante, en un momento de error o de 
poca felicidad en su tarea legislativa o parlamentaria. 


SEÑOR CERSOSIMO. — Apoyado. 


SEÑOR RICALDONI. — Pero, el artículo 2% — para. 
agravar aún más las cosas— establece que a estas Comi. 
siones Investigadoras que por el artículo 1% tenían am- 
plias facultades que no se determinaban, se les atribuyen 
otras especiales, que están enumeradas en una lista 
que, en modo alguno es taxativa, sino que es a mayor 
abundamiento de ese infeliz principio general establecido 
en el mencionado artículo 19. 


Además, cuando se empieza a analizar el proyecto 
-—y no me voy a detener demasiado en él, porque en esta 
Cámara hay un consenso respecto a que el mismo no 
debe ser aprobado— se observa que existe una reierencia 
al Poder Judicial. Con respecto a este Poder, en el pro. 
yecto de la Cámaza de Representantes se convierte a los 
jueces en meros ejecutores o alguaciles —si se me permi- 
te la expresión— de las ocurrencias de una determinada 
Comisión parlamentaria. 


Debo señalar que el Partido Colorado tomó «conoci. 
miento del proyecto, en la Cámara de Representantes, un 
día antes de tratarse en ese ámbito. 


Quiero remitirme, en ese sentido —porque es bueno 
comparar un proyecto con otro— a lo que expresó el señor 
representante Bouza respecto de ese proyecto, y que com- 
parto tctalmente porque se ajusta al pie de la letra a lo 
que resulta de un análisis desapasionado de lo aprobado 
por la Cámara Baja. En primer término, porque en ese 
proyecto se olvidó de reglamentar las llamadas Comisio- 
nes parlamentarias con fínes legislativos. Y, en segundo 
lugar, se le asignaron facultades pensadas nada más que 
eon el fin de buscar delitos y delincuentes, y no para 
algo tan importante como es el contralor político de la 
Administración o la tarea legislativa. 


Se le dieron, sin duda alguna —lo expresaba el señor 
representante Bouza y yo lo quiero repetir aqui— facul. 
tades más propias del Peder Judicial que del Poder Le- 
gislativo. Asimismo se establece —eso que vengo reiterando 
permanentemente, quizás exageradamente— ese principio 
de los llamados poderes implícitos que en buena hora se 
acoten y se delimiten adecuadamente por una reglamen- 
tación del articulo 120 de la Constitución. 


Entonces nos encontramos con que cse proyecto no 
es lo que requieren las circunstancias. Sin embargo, si nos 
retrotraemos en el tiempo a lo que se ha hecho dentro 
de nuestro Poder Legislativo en la materia, advertimos 
dos comprobaciones absolutamente irrefragables. En to. 
das esas oportunidades en que se discutieron proyectos 
de reglamentación de este artículo constitucional por me- 
dio de una ley general se planteó un gran debate sobre 
los alcances de los poderes de las Comisiones, por el de- 
sacuerdo existente sistemáticamente en diversos aspectos 
esenciales de la labor de las Comisiones parlamentarias 
Tel artículo 120. Todo esto, desgraciadamente, obedece, 
entre otras razones —más allá de lo que pueden ser 
las diversas coyunturas políticas en las cuales vieron luz 
estos intentos parlamentarios— fundamentalmente, y des. 
de el punto de vista constitucicnal, a que, hasta 1918, 
nuestra Carta no tenía una letra sobre la materia. 


En ese año los antecedentes de la redacción del ar- 
tículo que hoy lleva el número 120, no son claros. En las 
reformas sutesivas de nuestra Constitución, en las de 
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1934, 1942, 1952 y 1967, no se vuelve a discutir el tema. 
Entonces estamos enfrentados, permanentemente, en nues- 
tra labor diaria, al mismo tipo de problemas que se ha 
debido encarar, sistemáticamente, en este Parlamento, 
cada vez Que se presenta el tema, 


Por otro lado, debemos tener presente qué materias 
deben ser investigadas y las competencias que se otorgan 
para realizar la investgizción en esas mismas materias, 
También debemos tener en cuenta cuáles son los medios 
para hacer efectivas las competencias que posean estas 
Comisiones, 


Este es el propósito de este proyecto; a eso apunta- 
mos, tratando de resolver, a través de una ley, una pará- 
lisis, una confusión, una duda que ha ganado a este Po- 
cer Legislativo. A eso le llamo progreso, pues se tiata de 
dotar al parlamentario del partido que sea, del Gcbierno 
o de la oposición, de los recursos y herramientas que le 
son necesarios para cumplir cabalmente con su función. 


Una buena ley creará, sin duda alguna, el marco ju- 
rídico que ponga la investigación al margen —esto hay 
que decirlo— del oportunismo, del apaslonamiento y, 
también, a veces, de mayorías políticas circunstanciales, 
que no apuntan a un adecuado cumplimiento de la labor 
parlamentaria, sino, justamente, a eso, al oportunismo, 
al apasionamiento y al revanchismo. 


Además, señor Presidente, ordena el trabajo. Si una 
ley general es buena —y yo espero que este Parlamento la 
dicte en materia de Comisiones parlamentarias habrá 
de ordenar, por un lado, el trabajo de las propias Comi- 
siones, y por otro, el del Parlamento. 


Me prevcupa —y creo que también al resto de los se- 
ñores senadores— tanto tomo la falta de competencias 
adecuadas, el desborde y la ineficiencia de estas Comi 
iones, que son formas de erosionar la imagen y el pres- 
tigio de un Poder del Estado, y nada menos que de éste, 
del gue formamos parte. 


Reitero que aclararía cuáles son las materias a in- 
vestigar, las competencias para realizar esa función, y los 
medios adecuados para ejercer esas facultades. 


En suma, señor Presidente, salvo excepciones, ya he 
delineado, en términos deliberadamente muy generales, 
aquellos aspectos sobre los que tendremos que reflexionar 
en su momento como, por ejemplo, las materias que en 
oleunas circunstancias puecan escapar a la labor de las 
Comisiones del artículo 120. Todo lo demás debe ser 
puesto a disposición de aquellas Comisiones que establez- 
can los Cuerpos designantes del Poder Legislativo. 


Finalmente, voy a referírme a dos aspectos más, 


T] proyecto establece normas que en su momento ana- 
lizaremos, pero que señalo desde ahora, donde se deter- 
taina la distinción entre el acto de gobierno y su ejecu- 
ción concreta. Creo que este es un avance legislativo 
importante. 


Señalo que no está, en el proyecto, pero tendremos 
que estudiarlo, todo lo que tiene que ver con los actos que 
puedan comprometer intereses de extraordinaria jerar- 
quía del Estado. 


Asimismo, aclaro que el proyecto ha tratado de ser 
celoso en la protección de lo que tiene que ver con las 
acciones privadas de los habitantes del país. Existen una 
serie de normas constitucionales, que, puntualmente, po- 
nen el acento en el derecho a la privacidad de quienes 
viven en la República. Sin entrar en ellas, menciono los 
artículos 10, 11, 12 y 28 de la Constitución, que han sido 
cuidadosamente contemplados en este proyecto. 


El proyecto tiene en cuenta, además, una norma nue- 
va de la Constitución, el artículo 66, que establece que 
ninguna investigación parlamentaria o administrativa so- 
bre irregularidades, omisiones o delitos, se considerará 
concluida, mientras el funcionario inculpado no pueda 
presentar sus descargos y articular su defensa. Eso ha 
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dado mérito a una serie de normas en el proyecto, donde 
se establecen garantías que protegen el buen nombre de 
aquellas personas que, en algún momento determinado de 
la labor parlamentaria de investigación, son objeto de 
atención. 


Esto es lo que quería expresar en esta etapa de la 
discusión del proyecto de ley, sin perjuicio, por supuesto, 
de volver sobre este asunto —«que admito es tremenda. 
mente complejo-— en el momento del análisis particular de 
cada una de sus disposiciones. 


Muchas gracias. 


SEÑOR FA ROBAINA. — ¿Me permite, señor Presi- 
dente, para contestar una alusión. 


SEÑOR PRESIDENTE. --— Tiene la palabra el señor 
senador. 


SEÑOR FA ROBAINA. — Es notorio que en su discur- 
so muy meditado, el estimado compañero de bancada, se- 
ñor senador Ricaldoni, hizo referencia a las puntualiza- 
ciones que formulara cuando me correspondió hacer uso 
de la palabra. 


Dejó bien en claro los aspectos o matices en los que 
disentimos. Puso de relieve ——lo que, por otra parte, no es 
una cosa que pueda llamar la atención en la medida que 
estamos dentro de un partido democrático— que dentro 
de nuestra bancada han habido puntos de vista que no 
han sido totalmente coincidentes, a propósito del enfoque 
de este importante proyecto de ley, 


Por lo tanto, tendría que volver a poner énfasis, en 
lorme. muy rápida —por si no fui lo suficientemente cla- 
ro ni feliz— en mis expresiones con relación a las disi. 
dencias. 


Efectivamente, señor Presidente, señalé en términos 
generales que luego de un reexamen del texto, de un aná- 
lisis más detenido del articulado del proyecto y de todos 
los antecedentes que a él hacen referencia —por supuesto 
sin dejar de lado los que a nivel parlamentario existen 
en el pais y sin desdeñar los puntos de vista o intercam- 
bios de ideas que tuvimos dentro de nuestra bancada— 
llegué a la conclusión, de acuerdo al estudio que cada 
«uno de los miembros de la Comisión hizo com el mayor 
empeño a efectos de procurar el mejor texto a presentar 
al Cuerpo, de que es posible que haya sido víctima —creo 
que esas fueron mis palabras— de lo que comunmente 
se denomina “deformación profesional”. Tratándose la 
uuestra de una Comisión que se aboca preferentemente a 
temas de orden juridico-constitucional, el enfoque que 
en ella se hizo fue estrictamente de esa indole. Asimis- 
mo, advertí que el tema es, por esencia, también político. 
¡Vaya si lo es! Entre otras cosas, dije que alguna razón 
debía haber —seguramente no por el mero transcurrir del 
tiempo, la desidia, el desinterés, la incuria del Parlamen- 
to— para que desde 1918, en que aparece la norma en el 
texto constitucional, hasta nuestros días, no se haya Jo- 
grado reglamentar el artículo 120 de la Constitución, no 
obstante los numerosos y calificados intentos de proyec- 
tos legislativos que en la materia hubo, calificados no 
sólo por su contexto sino por quienes fueron los protago- 
nistas de esas iniciativas. 


Si bien damos por sentado que es función esencial del 
Parlamento no sólo legislar sino también ejercer las fun- 
ciones de contralor, que le están expresamente asignadas 
por la Carta, funciones que las Cjerce a través de este 
instrumento que es la Comisión Investigadora, en esa 
oportunidad dije también que pretería que, en todo ca- 
so, en cada eventualidad en que el Parlamento se viera 
en la necesidad de designar una Comisión Investigadora, 
luego de ese análisis o de ese reexamen a que hoy hice re- 
ferencia, éste votara una ley especial asignándole las atri- 
buciones que concernieren concretamente a esa investiga 
ción. No estoy de acuerdo con que exista una ley de ca- 
rácter general, pues habida cuenta de lo que es la natu- 
ral fluidez y dinamismo de la vida parlamentaria y de 
“lo que es una oposición y un gobierno, es preferible que 
se reglamenten en cada ocasión las atribuciones de la 
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Comisión y no que se dé esa posibilidad que facilita, que 
estimula y que incentiva la investigación por sí misma, 


Reitero que es mi deseo —y lo digo con los debidos 
respetos— que se legisle en cada caso y no que se vote 
una ley, pues esa seria poco menos que un carné de libre 
tránsito para la investigación por meros y exclusivos fi- 
nes políticos, 


Esa era una de mis argumentaciones, Por supuesto 
que no pretendo que ella sea la verdad, pero es mi punto 
de vista; tal vez esté equivocado. No obstante, en la dis- 
cusión particular no descarto la posibilidad de que se 
pueda lograr un texto —de esta etapa también hice re- 
ferencia oportunamente y dije que no me oponía a ello-—- 
a través del cual se reglamente y se instrumente prote- 
salmente no sólo la actividad de una Comisión Investi- 
gadora, sino también de las restantes Comisiones parla- 
mentarias. Reitero que a eso no me opuse ni me opongo. 


Agradezco al señor Presidente el haberme concedido 
la palabra; no deseo abusar de su benevolencia, 


SEÑOR CERSOSIMO. --- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Tiene la palabra el señor 
senador. . 


SEÑOR RICALDONI. — ¿Me permite una interrup- 
ción, señor senador? 


SEÑOR CERSOSIMO. — Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Puede interrumpir el señor 
senador. 


SEÑOR RICALDONI. — Creo que la reflexión del se- 
ñor senador Fá Robaina no se ajusta estrictamente a los 
hechos, es decir, que en la Comisión hayamos entrado 
poco menos que en una dialéctica técnico-jurídica, olvi- 
dándonos de las consideraciones políticas. A mi juicio, se 
trata de dos concepciones politicas distintas sobre el mis- 
mo tema. 


No pretendo saber tanto como otros señores senado. 
res que están aquí sobre lo que es la política —tengo ape- 
nas 16 o 17 meses de actividad, con suerte variada, den- 
tro del Parlamento-— pero estoy firmemente convencido 
—aquí, si, en el error o en el acierto; en lo demás, Creo 
que en el acierto— que se trata de un enfoque político 
tistinto a otro y no de alguien, una especie de selenita 
técnico jurídico, embarcado en academismos frente a 
otras personas que tienen la ciencia infusa de los conoci- 
mientos políticos. 


Muchas gracias. 


SEÑOR PRESIDENTE, -- Puede continuar el señor 
senador Cersósimo. 


SEÑOR CERSOSIMO. — Señor Presidente: como es 
notorio, formamos parte de la Comisión de Constitución 
y Legislación que elaboró las normas definitivas de este 
yroyecto de ley. 


Conviene recordar —quizá aquí no se haya dicho, y 
si se dijo me place reiterarlo— que el autor del antepro- 
yecto de ley que dio origen a este proyecto que hoy está 
considerando el Cuerpo, es el señor senador Aguirre. Se 
trata de un trabajo realmente profundo, meditado, hecho 
con gran ilustración y conocimiento del tema, como no 
puede ser de otra manera. Tal vez la Comisión no hu- 
biera podido llevar a cabo este estudio con la hondura 
con que lo hizo si no hubiera. tenido la base de este ante- 
proyecto, el que luego fue largamente discutido. Desde el 
mes de octubre de 1985 a la fecha, hemos trabajado in- 
tensa y Concienzudamente y Con un gran sentido de 
responsabilidad. De más está decir que se trata de un 
tema particularmente difícil y sensible, como es sin duda 
esta potestad de investigar a distintos niveles de la vida 
del Estado lo que diga relación con la actividad del Poder 
Ejecutivo, Entes Autónomos incluida la. Universidad de la 
República, Servicios Descentralizados, Tribunal de Cuen- 
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tas, Corte Electoral, Poder Judicial, Tribunal de lo Con. 
tencioso Administrativo, Gobiernos Departamentales, etc. 


Entendemos que este proyecto es técnicamente co- 
rrecto y que está bien lo que se votó en Comisión. Digo 
esto para marcar una puntualización que me parece ne- 
cesario hacer antes de comenzar con las razones —somos 
miembros informantes— por las que hemos acompañado, 
firmado y aprobado, en definitiva, el proyecto de ley en 
Comisión. Tal como me acota el señor senador Martinez 
Moreno, hemos aceptado que cada uno de los siete inte. 
grantes de la Comisión sea miembro informante del pro- 
yecto, 


Reitero que éste técnicamente es correcto y está bien 
lo que allí se aprobó. Además, está respaldado por el de- 
recho comparado. No hay violación de normas y res- 
ponde a un meditado estudio de todos los integrantes de 
la Comisión. No se encontró ningún tipo de transgresión 
a la Constitución. En lo que nos es personal, tenemos 
la tranquilidad que en estos casos nos da el ojo vigilante 
del señor senador Aguirre. 


La bancada del Partido Colorado, señor Presidente, 
resolvió darle a este proyecto un matiz más atenuado y 
por consiguiente, que las facultades otorgadas a las Co- 
misiones Investigadoras tengan ese carácter, por lo que, 
por ser técnicamente correcto y responder a un concepto 
de política legislativa de aquella entidad, acompañaremos 
nosotros ese criterio. 


Esa posición de política legislativa a la que me referí, 
adoptada por la bancada días pasados, cuando se trató 
este tema, fue resuelta en nuestra ausencia, en circuns- 
tancias de encontrarnos, como dice el señor senador Agui- 
rre, en uso de una “merecida licencia” acompañando al 
señor Presidente de la República en la delegación que 
concurrió a los Estados Unidos. Nosotros, en consecuen- 
cia, vamos a acatar esa decisión de la bancada en todos 
sus términos. 


Digo que este episcdio de lo que aprobamos y de lo 
que quizá entiende la bancada, es un poco a la manera 
úel caso en que se tratara en este Cuerpo un proyecto 
de ley a fin de reducir el lapso de vida para acceder a 
la mayoría de edad y que nosotros, en Comisión, votáza. 
mos establecerlo en 17 años, y la bancada considerase 
que la disminución no debe ir más allá de los 20 años. 
Ella estaría fijando, en esa especie, un criterio de política 
legislativa y sería en función de él que adoptaría esa 
tesitura que vendría a ser y es, efectivamente, Un pro- 
blema técnico también de matiz. Esa va a ser nuestra 
posición en este caso, en la consideración, en el análisis, 
en el tratamiento y cn la votación de este proyecto de 
ley. Pero nosotros tenemos que explicar por qué le he- 
mos acompañado. 


Debemos expresar, aunque sea brevemente, las moti- 
vaciones, los fundamentos, el estudio que, en cada caso 
y mucho antes de su consideración y a propósito de ella, 
hemos llevado a cabo para darle nuestro voto, nuestra 
aprobación, porque le hemos tratado dentro del sector po- 
líticc que integramos. Esa atenuación de su contenido y 
del matiz a que me refiero, ha estado presente ahora para 
que nosotros lo aprobaramos de tal manera, siguiendo 
la orientación de la mayoría o de la totalidad de la 
bancada del Partido Colorado. Es sabido, entonces, señor 
Presidente, que es necesario dar los fundamentos por los 
cuales entendemos que no hay viclación de ninguna nor- 
ma constitucional en este caso, que esto está amparado 
en todas esas circunstancias, y que, además, este proyec- 
to no es ni siquiera más ambicioso, más lato o extenso 
que el que ha venido con aprobación de la Cámara de 
Representantes. 


Si leemos con detenimiento este proyecto aprobado el 
10 de julio de 1985 en aquella rama del Parlamento, nos 
daremos cuenta de que sus disposiciones son muy amplias, 
que abarcan todo tipo de facultades y de aptitudes de 
las Comisiones Investigadoras en relación con todos los 
temas, aunque no hay invasión de las competencias del 
Poder Judicial. Seguramente gue no las hay en aquel 
proyecto, pero sí hay quizá un exceso en las atribuciones, 
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aungue no quisiera emplear el término exceso, sino la 
posibilidad de que se haga un uso quizá menos prudente 
o menos sobrio o menos austero que éste que surge del 
proyecto de ley en examen. 


SEÑOR POZZOLO, — ¿Me permite una interrupción, 
señor senador? 


SEÑOR CERSOSIMO. --— Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Puede interrumpir el señor 
senador. 


SEÑOR POZZOLO. -— Le pido excusas al señor sena- 
dor Cersósimo por esta inteirupción, sobre todo en un 
tenia que notoriamente no domino, pero que de todos 
modes me plantea determinado tipo de dudas. Tal cual 
lo hemos anunciado, estoy dispuesto a votar un proyecto 
que regiamente el artículo 120 de la Constitución. El se- 
for senador Cersósimo ha insistido tres o cuatro veces 
en el hecho de que aquí no se invaden competencias, a 
los efectos de que cuando lieguemos al análisis particular 
podamos discutir este tipo de cosas, pero de acuerdo a lo 
que lei en los artículos 44 y 45, le hago una consulta 
que no sé si podrá respondérmela en su calidad de estri- 
bano cou la suficiente claridad, El articulo 44 dice: “Toda 
comisión encargada de una investigación podrá requerir, 
mediante cíicio, la presentación de particulares y de 
luncionarios púbiicos en calidad de testigos”. Luego sos- 
tiene: “En este último caso, no será necesario dar aviso 
ni recabar la autorización del jerarca respectivo”. El ar- 
tículo 45 dice: “El testigo que se negare a comparecer 
podrá ser conducido ante la Comisión por la fuerza pú- 
blica. Si aún así el testigo se negare a declarar, ¡uecurrirá 
en el delito previsto por el articulo 173 del Código Pe- 
mal”, Pregunto, ¿esta redacción, tal como está hecha, no 
es una invasión de un fuero de otro Poder del Estado? 
Digo esto, porque aquí no se habla ni siquiera de que 
haya que requerir la intervención del poder que debe uti- 
lizar la fuerza pública para que ese testigo tenga que 
concurrir a la Comisión. Parecería que esta es una facul. 
tad que la Comisión se está abrogando, son competencias 
diría casi policíacas, como la Jlíamar a una comisaría 
solicitando que se le traiga a una persona. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Puede continuar el señor 
senador Cersósimo. 


SEÑOR CERSOSIMO. — Mi estimado amigo, el señor 
senador Pozzolo, a lo mejor pretende que para contestar 
esta pregunta me tenga que recibir de Juez. En este caso, 
estoy actuando como senador y como miembro informan- 
te, por lo que en esa calidad voy a contestar. Considero 
que estoy habilitado para ello, 


Esta disposición a que alude el señor senador, del ar- 
tículo 45 hay que leerla toda. El último inciso dice que 
“En ambos casos” —en las dos hipótesis que se preven— 
“se procederá con arreglo al artículo 38 de esta ley, en 
lo pertinente”. 


SEÑOR POZZOLO. — No tiene nada que ver. 


SEÑOR CERSOSIMO. — Claro que tiene que ver. Se 
dará, en su oportunidad, cuenta al Juez. La Comisión In 
vestigadora, ella no, el Cuerpo al que la misma pertenece, 
el Cuerpo designante puede hacerlo. Tendrá que dar cuen- 
ta a la Justicia Penal. Por eso se remite al artículo 38 
que dice: “La Comisión dará cuenta al Cuerpo designan- 
te, a los efectos de que éste resuelva si se pasan los 
antecedentes a la Justicia Penal, sin perjuicio de prose- 
guir la investigación”. Si la Comisión usara de poderes de 
esta naturaleza, lógicamente estaría invadiendo las com- 
petencias de otro Poder y ésta ha tenido especial cuidado 
de que elo no suceda. 


Y cuando eso ha ocurrido, en este país, en Argentina 
y en otros lugares del mundo, naturalmente que ha ha- 
bido un avasallamiento de facultades que no son propias 
del Parlamento y un quebrantamiento de la regla de 
separación de Poderes. En ninguno de estos casos noso- 
tros hemos configurado una situación de tal naturaleza 
y, por el contrario, por todos los medios posibles hemos 
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tratado de mantener el respeto a: esa separación de po- 
deres, al Poder Judicial, al Poder Ejecutivo, al Tribunal 
de Cuentas, a la Corte Electoral, a los Gobiernos Depar- 
tamentales, en la medida del límite de sus competencias. 


SEÑOR POZZOLO. — ¿Me permite una interrupción, 
señor senador? 


SEÑOR CERSOSIMO. — Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Puede interrumpir el señor 
senador. 


SEÑOR POZZOLO. — Por supuesto que he leído el 
último párrafo de este artículo 45, que se remite al ar- 
tículo 38 del proyecto de ley. Este establece un procedi- 
miento posterior, ajustado a determinadas ncrmas que ri. 
gen en el país, para los ciudadanos que hubieran omitido 
cumplir lo que se establece en los artículos 44 y 45. 


Lo que pretendo decir es que, en el fondo, podemos 
estar de acuerdo sobre el procedimiento pero que estos 
artículos 14 y 45, en sustancia, por falta de claridad en 
la redacción —que puede y debe arreglarse, y esta es una 
de las razones de xi interrupción, ya que he anticipado 
que voy a votar en general el proyecto y sugerir luego 
modificaciones— transforman a la Comisión Investiga- 
dora, desde mi punto de vista, en una especie de Juzgado 
—descuento que esa no fue la intención de sus redacto. 
res-— ya que ella puede decidir por sí misma que se haga 
comparecer por la fuerza pública al testigo que se negó a 
presentarse. 


El artículo 38 que cita el señor senador establece un 
procedimiento posterior que se aplica a quienes se nega- 
ron a comparecer después de estos procedimientos. 


Hago esta pequeña observación simplemente como 
constancia del voto que voy a dar, teniendo en cuenta 
que se trata de un tema que, como comprenderá el señor 
senador, no domino por no ser abogado. Pero me parecía 
importante hacer esta aclaración, a los efectos de la 
consideración posterior del tema. 


SEÑOR PRESIDENTE — Puede continuar el señor 
senador Cersósimo. 


SEÑOR CERSOSIMO. — Naturalmente, vamos a ana- 
lizar más concretamente este tema cuando se traten los 
artículos a que nos estamos refiriendo. 


De todas maneras, señalo que en el informe de la 
Comisión se dice que respecto del problema general de 
los poderes compulsivos —página 23— la respuesta afir- 
mativa prevalece en nuestra doctrina. Eso es a lo que se 
refiere el señor senador Pozzolo. 


Esta posición ha sido sostenida por el doctor Justino 
Jiménez de Aréchaga —obra citada, página 73— el doc- 
tor Juan José Carbajal Victoria, en “Comisiones Parla- 
mentarias de Investigación”, Revista de Derecho, Juris- 
prudencia y Administración, y el doctor Arturo Lerena 
Acevedo en “Comisiones Parlamentarias de Investigación”. 
“Es en mérito de esa posición doctrinaria cuyos funda. 
mentos comparte vuestia Comisión, que adoptamos, res- 
pecto de la presentación de informes y de la exhibición 
de documentos, las seluciones ya analizadas al conside- 
rar los artículos 37, 38 y 40. Por análogas razones, no es 
posible admitir que las comisiones no puedan requerir el 
auxilio de la fuerza pública para obligar a los testigos a 
comparecer, ni que su negativa a declarar no haga sur- 
gir responsabilidad con arreglo al artículo 173 del Código 
Penal. Asimismo, el testigo que preste falso testimonio 
en una investigación, incurrirá en un delito penado —con 
menor rigor— en la. misma forma que el falso testimonio 
ante la Justicia”. 


Es todo lo que puedo decir en relación con este ar- 
tículo, señor Presidente. Naturalmente, así como todas las 
demás disposiciones del proyecto, puede ser —y efectiva- 
mente es— objeto-de diversas Opiniones. En lo personal, 
respeto el punto de vista del señor senador Pozzolo, que 
sus razones tendrá para sostenerlo. No es desatinado pen- 
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sar como lo hace él, y me parece bien que haya emitido 
esta opinión, que se tendrá en cuenta al considerarse 
los articulos 44 y 45. 


SEÑOR AGUIRRE. — ¿Me permite una interrupción 
señor senador? 


SEÑOR CERSOSIMO. — Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Puede interrumpir el señor 
senador. 


SEÑOR AGUIRRE. — Señor Presidente: aunque es- 
tamos arriesgando caer en algo propio de la discusión par- 
ticular del proyecto al hacer referencia concreta a dos ar- 
tícnlos del mismo, me parece que la observación que se 
ha formulado en Sala refiere + una cuestión de carácter 
más general, que es la de si este proyecto lesiona la se- 
paración de Poderes, por otorgar a la Comisión Investiga. 
dora atribuciones propias de otros Poderes del Gobierno, 
sea del Ejecutivo o del Judicial. 


Desde este punto de vista, me parece que debemos te- 
uer claro Que sólo se lesiona la separación de Poderes 
cuanco se atribuye a un órgano de un Poder —en este ca- 
so, una Comisión Investigadora del Poder Legislativo-— el 
ejercicic de una atribución que corresponde a otro Poder 
del Gobierno. 


Aquí no hay ni puede haber lesión al principio de 
la separación de Poderes, porque el Poder Ejecutivo o 
cualquier otro órgano de administración, sea Ente Autóno- 
mo o un Servicio Descentralizado, tiene por un lado, po- 
deres de administración propios —nombrar funcionarios, 
celebrar contratos administrativos— y, por otro, poderes 
jerárquicos sobre sus funcionarios. El hecho de convocar 
un testigo a una Comisión no significa usurpar un poder 
de administración del Poder Ejecutivo, porque ésa no es 
una facultad suya, ni lesionar los poderes jerárquicos de 
la Administración por cuanto éstos son de otra naturaleza: 
aar instrucciones a los funcionarios, cometerles tareas 
específicas, controlar la forma en que cumplen sus atri- 
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poderes disciplinarios, aplicarles sanciones, etcétera. Nada 
de esto es lo que va a hacer una Comisión Investigadora. 
Tel mismo modo, cuando un Juez cita a un testigo, el he. 
cho de que éste tenga la calidad de funcionario público 
en nada significa que se invaden las potestades jerárqui- 
cas de quienes las ejercen en tal carácter en los órganos 
superiores de la Administración. Nada tiene que ver una 
cosa con la otra. 


En cuanto al Poder Judicial, éste juzga los litigios, es 
decir, resuelve mediante las sentencias —decisiones que 
tienen el valor de cosa juzgada— los litigios que plantean 
particulares entre sí o frente al Estado, o éste contra un 
particular. Lo que es propio de la competencia del Juez 
es dictar sentencia, que ésta tenga fuerza definitiva y 
luego sea cumplida por todos los órganos del Estado. Pero 
no es propio e intransferible de la función jurisdiccional 
citar a un testigo. Estos declaran también en vía admi. 
nistrativa, Cuando se realiza un sumario, ¿no se cita a de- 
clarar a testigos? ¿No tiene el funcionario inculpado la 
facultad áe producir prueba y de llamar testigos a decla- 
rar? Por supuesto que sí. 


Entonces, señor Presidente, ¿por qué esto se vé como 
algo indebido, por el hecho de que tenga lugar en el ámbi- 
to parlamentario? Ello no tiene nada de antijurídico ni de 
ilegítimo ya que no viola la separación de Poderes. Por 
otra parte, toda la vida las Comisiones parlamentatias de 
investigación, sea en virtud de la teoría de los pederes im- 
plícitos o porque leyes especiales les dieron expresamente 
esa atribución, citaron a funcionarios públicos a declarar. 
De manera que esto, lo único que hare es consagrar una 
práctica que viene desde siempre, desde que las Comisio- 
nes Parlamentarias existen en nuestro Derecho Constitu- 
cional. 


En cuanto al hecho de que se les pueda hacer con- 
ducir por la fuerza pública, considero que es el mecanismo 
ineludible para que el poder se haga efectivo, porque si 
omo decia un parlamentario francés que cité el otro día, 
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basta con que una persona diga que no concurre, para no 
declarar ¿dónde queda la efectividad del poder que tiene 
la Comisión para interrogar testigos? 


Esta misma facultad la tiene el Poder Judicial y eso 
no se entiende que sea lesivo de la separación de Poderes. 
Que un Juez se dirija a la Jefatura de Policía del De- 
partamento donde cumple sus funciones ese Juzgado y 
pida que le traigan a un particular por la fuerza porque 
no se presenta a declarar, no es extraño. Y si esto lo pue- 
de hacer el Poder Judicial, ¿por qué no lo puede hacer el 
Parlamento? Ello no significa transformar a las Comisio- 
nes Investigadoras en Juzgados. Sería así si la Comisión 
Investigadora, luego de interrogar al testigo, dijera que lo 
va a procesar. Eso sí sería convertir a la Comisión In- 
vestigadora en un Juzgado, y, por supuesto, sería inadmisi- 
ble. Pero obligarlo a declarar no tiene nada de lesivo de 
las facultades de otro Poder dej Estado. Es una obligación 
que tiene un particular para que un órgano público inte- 
grante de un Poder del Estado, tan “Poder” como el Ju- 
dicial o el Ejecutivo, pueda cumplir sus funciones. 


El particular que se niega a declarar incurre en el 
delito de desacato, tal como lo establece el proyecto. Y 
aunque esto no estuviera establecido igualmente sería así 
porque caería dentro de las previsiones del artículo 173 
del Código Penal. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Puede continuar el señor 
senador. 


SEÑOR CERSOSIMO. — Además, señor Presidente, 
si recurriéramos a la Ley N* 9.515, que es la que organi- 
za el gobierno y administración de los departamentos —por 
citar sólo una norma— observaríamos que en ella se es- 
tablece que los Intendentes y las Juntas podrán requerir, 
para el cumplimiento de sus funciones, el auxilio de la 
fuerza pública. No existe violación de la separación de 
Poderes de naturaleza alguna y, por otra parte, es normal 
que esto sea así. De modo que la observación atinada que 
hace el señor senador Pozzolo deberá ser expuesta oportu- 
namente, en la instancia correspondiente a la discusión 
particular, ocasión en que quedará registrada la reserva 
—cuando no la disposición— que atenúe o no —según se 
resuelva— esa norma a que se refiere. 


SEÑOR FLORES SILVA. — ¿Me permite una inte- 
rrupción? 


SEÑOR CERSOSIMO. — Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Puede interrumpir el señor 
senador. 


SEÑOR FLORES SILVA. — Aunque este tema ya haya 
sido tratado con absoluta claridad por el señor senador 
Aguirre, deseo agregar alguna otra precisión a este asun- 
to que ha sido debatido varias veces y que ha merecido 
la consideración y la duda de parte de mucha gente. 


En una sesión de la Cámara de Representantes del 
año pasado, cuando se analizó este tema —que como bien 
decía el señor senador Ricaldoni, el proyecto que hoy tra- 
tamos es más completo y no comete tantos errores como el 
que vino de la otra rama del Parlamento— el señor repre- 
sentante Bouza, en una execelente pieza oratoria, aludió 
concretamente a este hecho. Si el Cuerpo me lo permite, 
voy a dar lectura a las palabras pronunciadas por el 
señor representante Bouza porque, aunque se trata de 
la discusión de un artículo en particular, creo que sin 
embargo es fundamental ya que se relaciona con algo 
que expresa el señor representante y es, precisamente, el 
sentido general de la investigación, o sea, la concepción 
misma de una Comisión Investigadora. 


El señor representante Bouza decia: “Pero reitero: 
venía señalando que un autor de la jerarquía de León Du- 
guit, uno de los constitucionalistas de mayor reconoci- 
miento y nota en el mundo, analizando el sistema parla- 
mentario francés, un régimen que da predominancia al 
Parlamento sobre los otros Poderes, fundamentalmente 
con respecto al Poder Ejecutivo, está diciendo que no po- 
Crán las Comisiones Investigadoras obligar a declarar a 
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particulares ni hacer prestar juramento a los testigos, ni 
proceder a allanamientos”. Y sigue señalando: —se re- 
fiere a Duguit— “la línea matriz de pensamiento con 
respecto a las facultades de las Comisiones Investigadoras: 
solamente vigilar el buen funcionamiento de los servi- 
cios; nunca convertirse en investigadores de las conduc- 
tas privadas de los ciudadanos”. 


Luego, el señor representante Bouza se apoyaba en 
una observación recogida del doctor Jiménez de Aréchaga, 
que dice: “Las Comisiones con fines inspectivos sólo pue. 
den perseguir la determinación de las responsabilidades 
de quienes son responsables ante el Parlamento, pero no 
la de funcionarios subalternos que no son responsables si- 
no ante sus superiores jerárquicos”. 


Si bien esto no cuestiona lo que ha expresado el se- 
ñor senador Aguirre, es claro que en el artículo 45 —si 
10 recuerdo mal— se establece que se puede hacer com- 
parecer a alguien por la fuerza; sin embargo, puede ocu- 
trir que la persona permanezca callada. En todo caso, co- 
rresponderá que sobre ella recaiga lo establecido en el 
artículo 173 del Código Penal. 


Este tema no es sencillo porque en él hay aspectos 
en los que los derechos individuales están, no diria vulne- 
rados, pero sí expuestos a un cierto sometimiento por una 
cuestión general y eso depende de una concepción deter- 
minada de la Comisión Investigadora. Este tipo de Comi- 
siones no tiene por objeto investigar la conducta de los 
ciudadanos sino la eficacia de los servicios para legislar 
sobre ellos o para determinar las responsabilidades politi. 
cas del Poder que correspondiere. Entonces, el hecho de 
traer a alguien por la fuerza pública me provoca ciertas 
dudas, no por el acto en sí, sino por la concepción gené- 
rica de lo-que es una Comisión Investigadora. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Puede continuar el señor 
senador Cersósimo. 


SEÑOR CERSOSIMO. — Lamentablemente, señor Pre- 
sidente, no voy a conceder más interrupcicnes porque de 
lo contrario me restará poco tiempo para hacer mi expo- 
sición, Entiéndase que, para que un discurso sea inmor. 
tal, no tiene por qué ser eterno, Consecuentemente, deseo 
decir algo porque de otro modo el discurso lo hacen los 
compañeros del Cuerpo. 


SEÑOR POZZOLO. — ¿Me permite una interrupción, 
para decir una frase? 


SEÑOR CERSOSIMO. — Con gusto se la concedo y 
espero que sea la penúltima. 


SEÑOR PRESIDENTE. --- Puede interrumpir el señor 
senador. 


SEÑOR POZZOLO. — Desde el punto de vista consti- 
iucional y doctrinario. debo rendirme frente a las expre- 
siones vertidas por el señor senador Aguirre. 


A lo que me he referido es a la imprecisión con que 
se ha redactado esta norma, porque en sustancia, en cuan- 
to a su practicidad, si consideramos que convocamos a un 
testigo y éste no comparece, luego se lo hace concurrir 
mediante la. fuerza pública. Esa es la objeción que hacia, 
es decir, sí tenemos la facultad de invadir el área de otro 
Poder del Estado. Supongamos que no la tenemos, pero 
luego que la persona se ha negado por segunda vez a 
venir, creo que sí se debe recurrir a la fuerza pública y, 
es posible que en ese caso estas normas no sean del todo 
útiles, porque pueden pasar varios meses o años —siguien. 
do ese procedimiento— antes de que la persona concurra 
a la Comisión, 


Coincido con el señor senador Aguirre en cuanto 2 
que de esta manera estamos entrando a la discusión par- 
ticular, siendo que se trata de la general. De manera que, 
no queriendo entorpecer el brillante discurso del señor se- 
nador Cersósimo, debo decir que en términos generales 
voy a votar una disposición que reglamente el artículo 120 
de la Constitución y, en su momento, haré saber las obje- 
ciones que pueda tener sobre cada una de las normas que 
aouí se traten. 
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SEÑOR PRESIDENTE. — Puede continuar el señor 
senador Cersósimo. 


SEÑOR CERSOSIMO. — Es muy Clara la afirmación 
que hace el profesor Carbajal Victorica cuando manifiesta 
que el poder jurídico de citar testigos —y con esto me 
dirijo al señor senador Pozzolo— de castigarlos por contu- 
macia, que es este caso, de requerir documentos, ha sido 
siempre reconocido como poder implicito de las Cámaras, 
como indispensable a toda asamblea deliberante que in- 
terviene en la legislación, No es raro calificar esa compe- 
tencia como heredada, legada por las instituciones ingle- 
sas, de inequívoca procedencia en el silencio de las nor- 
mas. Esto lo dice en la “Revista de Derecho, Jurispru- 
dencia y Administración”, tomo 54, página 108. 


Agrega algo que, en aigún momento, el que habla 
tuvo intención de proponer como reforma constitucional. 
Dice: “En Estados Unidos, con su régimen presidencial 
donde los Ministros, según las normas constitucionales, ca- 
recen de responsab "idad política ante el Parlamento y no 
pueden siguiera asistir a las sesiones de las Cámaras, se 
ha establecido un sistema similar”. Quizá hoy haya per- 
dido interés o utilidad, pero no deja de ser un sistema 
que pudo haberse aplicado en nuestro país, con ventaja o 
provecho. Me parece que lo que Constituye el poder tom- 
pulsivo de las Comisiones Parlamentarias de Investigación 
está inserto en la esencia misma de lo que aquí se ha 
mencionado. ¿Por qué es así? 


Con respecto a las facultades implícitas de las que 
tanto se ha hablado y a las que nos referíamos hace pocos 
días haciendo uso de Una interrupción que nos conce- 
diera el señor senador Fá Robaina y en la que exhibimos 
al recuerdo el articulo 332 de la Constitución, debemos 
decir ante el Senado que somos perfectamente concientes 
—desde hace muchos años, desde cuando en esta misma 
Sala se nos hacían ciertas observacicnes o críticas en re- 
lación con la conducta del Gobierno de la época que tu- 
vimos el honor de integrar— de que los organos públicos 
no tienen otras facultades que las que les han sido ex- 
presamente atribuidas y aquéllas otras implicitas, indis- 
pensables para el cumplimiento de los fines perseguidos 
por las primeras. Esto lo decíamos ya hace quince años 
y es el criterio que se ha tenido en cuenta en este pro- 
yecto de ley. Y agregábamos y agregamos: Toda facul- 
tad constitucional es una competencia legalmente regu- 
lada, es decir, un principio limitado, cuyo ejercicio no 
puede sobrepasar el marco de la regulación legal consti- 
tucional en que descansa. Esto en Derecho Público, es un 
axioma y se ha desarrollado desde hace más de cien años, 
por el famoso juez John Marshall en Estados Unidos y 
por algunos alemanes como Karl Schmid y otros. De 
John Marshall se ha dicho que ha hecho más por la 
estructura institucional de los Estados Unidos que los 
propios constituyentes de Filadeltia. La Comisión ha 
tenido en cuenta todo ello y los principios antes mencio- 
nedos han sido limitados en su etercicio y extensión en 
este proyecto de ley que hemos elaborado. 


Si por razones de política legislativa se piensa atenuar 
algunas de las disposiciones que hemos aprobado en fun- 
ción de ese criterio, respetamos esa posición ateniéndonos, 
además, a lo resuelto por la bancada a la que pertenece- 
mos. 


Podríamos citar todo lo que sobre el particular se 
ha escrito en el país y fuera de él, pero ya lo ha hecho, 
en gran medida, el señor senador Aguirre, cuando recordó 
las lecciones de Hauriou, de Barthélemy, de Jeze y de 
algunos juristas italianos y argentinos. Sin embargo, de- 
bemos decir que en nuestro pais, en 1914, hubo un ba- 
chiller que escribió un trabajo que no ha sido aún men- 
cionado y que fue leído en la Clase de Derecho Consti- 
tucional del doctor Justino Eugenio Jiménez de Aréchaga. 
Ese trabajo fue publicado en 1915 y su autor se llamaba 
Antonio María Grompone, En un exhaustivo análisis que 
realiza respecto de las Comisiones de Encuesta, mencio- 
na todos los puntos de vista que pueden expresarse y S0S- 
tenerse sobre este particular, Este estudio prácticamente 
agota el tema de las Comisiones parlamentarias de inves- 
tigación. No desconocemos todos los demás que se han 
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publicado a ese respecto, entre otros, el que la Comisión 
tuvo a la vista, del doctor José Korzeniak, o sea su tesis: 
“Las Comisiones Parlamentarias de Investigación”. En 
aquel estudio de 1914, se expresa, precisamente, que una 
eran cantidad de atribuciones de los poderes de gobierno 
xo están declaradas expresamente en la Constitución. Y 
esto la afirman, entre otros, Jiménez de Aréchaga —el 
tercero de ellos— y Carbajal Victorica. También lo dice, 
en buena medida, la Suprema Corte de Justicia en una 
sentencia muy importante que tenemos a la vista y lo 
expresó asimismo en su oportunidad el Fiscal de Corte, 
doctor Alfredo Furriol. Es decir que existe casi un con 
senso en el país en 1elación con estas facultades que pue- 
den y deben tener las Comisiones parlamentarias investi- 
gadoras. Es posible que el énfasis que se ponga en ellas 
sea mayor o menor, y nosotros lo respetamos. Nos aten- 
dremos a que se les dé más o menos amplitud o a que 
exista esa diferencia de matices que técnicamente tam. 
bién es de recibo, pero queremos significar que si hemos 
firmado este proyecto y si estamos de acuerdo con sus 
disposiciones es porque le hemos analizado durante diez 
meses de trabajo intenso y porque previamente nos hemos 
asesorado con respecto a su contenido, a través de toda 
esta documentación que tenemos a la vista y de las con- 
sultas que hemos realizado sobre el particular. Con abso- 
luta tranquilidad de conciencia podemos decirle al Se- 
nado que ni de la lectura detenida que hemos realizado, 
ni de los mecanismos de confrontación que hemos llevado 
2 la práctica para ver si esta disposición choca o no con 
aruellos otros principios de carácter constitucional, surge, 
en ningún caso, que se vulneren principios esenciales del 
ordenamiento institucional o disposiciones expresas de la 
Constitución de la República. No hay ningún avasalla- 
miento del sistema de separación de Poderes y se ha sido 
absoluta y totalmente respetuoso de la autonomía de los 
entes, del ejercicio de las facultades, por cada uno de los 
órganos de que se trata, porque el proyecto ha sido estu- 
diado con sentido de responsabilidad. 


Eso es lo que queríamos trasmitir al Senado, a pesar 
de que nosotros, por razones de matices o de política le- 
gislativa podamos atemperar o atenuar, de alguna mane- 
ra, en consonancia con lo resuelto por nuestra bancada, el 
ámbito de aplicación de las normas de que se trata, 


(Ocupa la Presidencia el señor senador Paz Aguirre) 


SEÑOR FLORES SILVA ¿Me permite una interrup- 
ción, señor senador? 


SEÑOR CERSOSIMO. -— Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE. (Dn. Eduardo Paz Aguirre) — 
Puede interrumpir el señor senador, 


SEÑOR FLORES SILVA. -— Creí escuchar que entre 
los juristas que citó el señor senador Cersósimo en apoyo 
de una concepción amplia de las facultades implícitas de 
las Comisiones Investigadoras, mencionó al doctor Jimé- 
nez de Aréchaga —al tercero de ellos— que en 1969 o 
1971 —no recuerdo exactamente— fue convocado por 
una Comisión, presidida entonces por el señor senador Paz 
Aguirre, que investigaba a una persona privada. Tengo 
entendido que el doctor Jiménez de Aréchaga sustentó 
una posición absolutamente contraria al criterio extensivo 
de esas facultades implícitas, 


Voy a dar lectura a un párrafo de un documento que 


“remitió a esa Comisión —y del cual hablaremos en su 


opcrtunidad— porque creo que es representativo del pen- 
samiento del autor invocado: “Siento el deber de señalar 
cue la designación de Comisiones Parlamentarias con el 
tin de investigar las actividades de personas privadas 0 
de entidades privadas, excede la competencia de nuestras 
Cámaras, significa una infracción del orden constitucio- 
nal, importa la invasión de una esfera reservada a otros 
poderes del gobierno y crea un gravisimo riesgo de lesión 
de derechos humanos fundamentales. Ello no quiere decir, 
por cierto, que las Cámaras no puedan llamar a particu- 
lares en el curso de una investigación parlamentaria, pe- 
ro cosas muy diferentes son que un particular pueda ser 
obligado a deponer como testigo ante una Comisión que 
investiga actividades de Entes Públicos y se lo transforme 
a él mismo en objeto de investigación”. 


12-—G.S. 


Me pareció que correspondía mencionar la fuente del 
pensamiento del jurista citado. 


SEÑOR SINGER. — Considero muy oportuna la cita 
del señor senador. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dn. Eduardo Paz Aguirre). — 
Puede continuar el señor senador Cersósimo. 


SEÑOR CERSOSIMO. — Al contrario, Justino Jinié- 
nez de Aréchaga sostiene que hay que tener mucho cui- 
cado con la extensión de los poderes implícitos y que 
las vías y medios para llevarlos a cabo deben darse en 
la medida en que no invadan las competencias de otros 
poderes, no entren en el terreno que le está vedado al 
Parlamento; en sintesis, que se mantengan dentro de los 
límites perfectamente establecidos en la Carta como com- 
petencias expresas de los órganos de que se trate. El sen- 
tido es, precisamente, que toda vez que se reclama la con- 
cesión de determinado poder, es necesario probar que el 
mismo ha sido concedido; pero una vez que eso se prucha, 
se entiende que se han otorgado los medios para que eso 
pueda llevarse a la práctica, siempre —según dice Jimé- 
nez de Aréchaga-— gue ello no constituya una invasión de 
ctras competencias. También manifiesta: “Hay que decir, 
que deben hacerse ciertas precisiones respecto de la teo- 
ría de las vias y los medios: a) no puede ser potestad 
implicita, la que no corresponde a la naturaleza de la 
Iunción ejercida por un cuerpo determinado; b) no pue- 
de admitirse como potestad implicita de un cuerpo lo que 
es facultad de otro”. Esto está citado en el libro “Dere- 
cho Administrativo” del doctor Prat, en el Tomo II, pá- 
gina 175, y es la opinión áel doctor Jiménez de Aréchaga 
resumida en esos términos. 


Tenemos aquí un trabajo del doctor Jiménez de Aré- 
chaga donde precisa las situaciones que pueden estar 
comprendidas dentro de los poderes implícitos. 


Determinan los artículos 118, 119 y 120 de la Cons- 
titución, cuáles son las facultades que tiene el Parla- 
mento para ejercer sus poderes de contralor o de carác. 
ter legislativo y que son: el pedido de informes —artículo 
1183— el llamado a Sala —artículo 119— o las Comisiones 
Parlamentarias de investigación —artículo 120— ya sea 
propiamente dichas o para suministrar datos con fines 
legislativos. 


El artículo 120 dice que cada una de las Cámaras tie- 
ne facultades para designarlos. Pero yo tengo dudas —las 
que he expresado al señor senador Aguirre, al señor Pre- 
sidente de la Comisión y a los demás miembros de la mis- 
ma— respecto a la solución del proyecto de que la Asam- 
blea General —esto lo quiero manifestar ahoráa— no pue- 
de ejercer esos poderes. Sin embargo, me inclino a pensar 
que sí, y después expresaré por qué. 


En lo que dice relación con estos tres articulos que 
hablan de los medios de que dispone e! Parlamento para 
realizar ese eficaz cumplimiento de la labor que se le ha 
encomendado, que son los llamados poderes implícitos, 
Jiménez de Aréchaga agrega que eso no quiere decir que 
solamente tenga los que se mencionan en esos tres ar. 
tículos, sino que también señala: “Pero ello no quiere de- 
cir que no disponga de otros poderes implicitos, pero a 
aquellos se les ha atribuido tal relevancia y significación 
que se ha estimado necesario regular!os por textos ex- 
presos”, 


En uno de los trabajos del doctor Jiménez de Are- 
chaga, que, como todos los suyos, es de gran ilustración, 
que consta en la página 161 y siguientes del Tomo LIV 
de la “Revista de Derecho, Jurisprudencia y Administra- 
ción”, dice que si la designación de tales Comisiones Par- 
lamentarias no constituye sino un medio para el más 
prudente y sabio ejercicio de las competencias constitu- 
cionales del Parlamento, parecería que el criterio más se. 
guro para decidir acerca del alcance con el cual tales Co- 
misiones pueden ser designadas es el que resulte del aná- 
lisis de los poderes jurídicos que al Parlamento han sido 
conferidos por el texto constitucional. Y agrega: “Por 
ejemplo, ¿con relación a qué materia podrá una de las 
Cámaras designar una Comisión Parlamentaria para su- 
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ministrar datos con fines legislativos? Obviamente, con 
relación a cualquier materia que pueda ser objeto de re. 
gulación por la ley. A contrario sensu, no se la podrá de- 
signar con relación a una materia que no pueda ser objeto 
Ge 1egulación legal o constitucional desde que las Cáma- 
ras pueden iniciar proyectos de enmienda a la Constitu- 
ción”. 


Más adelante indica cuáles pueden ser las excepciones 
y cuál la actividad en la Administración Central, en los 
Entes Autónomos, comprendida la Universidad de la Re- 
pública, con las limitaciones que él expone, que son las 
mismas que refiere Carbajal Victorica —-nosotros compar- 
timos esta última posición— o sea aquella que precisa 
que no debe ser ajeno al contralor del Pazlamento todo 
lo que sea de carácter fundamental en la formación cí- 
vica y moral de los ciudadanos. 


Esta conclusión parece indiscutible con relación al Se- 
nado que tiene la facultad de designar en todos esos Casos. 
¿Por qué tiene esa facultad? Porque posee las de obser- 
vación y destitución. Si bien no son aplicables a la Uni- 
versidad, por ejemplo, en su carácter de organismo ofi- 
cial de enseñanza y aun a los demás servicios docentes, 
las disposiciones del artículo 197, sí le son aplicables 
aquellas otras, como las del artículo 198, que determinan 
las facultades del Poder Ejecutivo de solicitar la destitu- 
ción en los casos que allí se indican, que son por ineptitud, 
omisión o delito. Si no se pudiera. llevar a la práctica esa 
facultad investigatoria con el objeto de determinar esas 
responsabilidades, el Ministro correspondiente incurriria 
en una grave omisión, por lo que podría hacerse pasible 
de la censura parlamentaria toda vez que se apliquen los 
mecanismos previstos en los artículos 147 y 148 de la Coms- 
titución de la República. El doctor Jiménez de Aréchaga 
acentúa, con mucha elocuencia, todas las demás argu- 
mentaciones que desarrolla en relación con este tema, y 
ellas concuerdan con la opinión de Jéze, al decir que hay 
que interpretar las normas con un sentido de paz social 
2 insertarse en la realidad que se vive en un momento 
determinado en cualquier lugar que sea. “El jurista no está 
llamado a resolver problemas de matemática pura..”. Esto 
es lo que la Comisión desea que se entienda y lo que ella 
ha hecho, aún con los matices que nosotros aceptamos. Eso 
lo ha dicho Jéze, en nuestro concepto en fcrma muy sa- 
bia: “...sino problemas sociales esencialmente complejos 
y debe procurarse la conciliación de los diversos intereses 
en juego y lograr la conservación de la paz social. El ra. 
zonamiento puramente lógico es el enemigo de las conci. 
liaciones, de las transacciones indispensables al manteni- 
miento de la paz social y, por lo tanto, al buen funciona- 
miento de los servicios públicos. Cuando la aplicación ló- 
gica de una máxima jurídica determine consecuencias 
socialmente malas, es de ordinario la prueba de que la 
máxima ha sido erzóneamente invocada. El valor de una 
solución jurídica depende de la medida en que contribuya 
al reinado de la paz social. Una teoría jurídica debe ser 
valorada, ante todo, por sus resultados sociales”, 


Este es el criterio con que se ha movido la Comisión 
en relación a este aspecto. 


Voy a citar sólo una parte -——leerlo todo sería abusar 
en demasía de la atención del Senado— de otro trabajo 
del dector Antonio María Grompone, escrito en 1914, don- 
de se trata en profundidad —como no podía ser de otra 
manera— todo el panorama referente a este tema. 


En un pasaje de su magnífica tesis expresa: “Nuestra 
Constitución establece en su artículo 26...” —actual artíicu- 
lo 93, que es el que determina el juicio politico— “...que 
la Cámara de Representantes puede acusar”, después de 
haber conocido sobre ellos, “por los delitos de traición, 
concusión, malversación de fondos públicos u otros que 
merecen pena infamante o de muerte”. 


Aclaro que esto no lo digo para que el señor senador 
Singer me conteste ya que no deseo entablar una polé- 
mica ni cosa que se le parezca. El texto agrega: “Implí- 
citamente debe admitirse que, para el conocimiento de 
causa que exige, debe realizarse una investigación. Entre 
los delitos que pueden originar el juicio político, hay al- 
gunos de orden administrativo, y uniendo a esto la fa- 
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cultad de contralor financiere que nuestra ley atribuye a 
las Cámaras es ciaro que se deduce que aquéllas pueden 
iniciar una investigación en la administración pública. 
Aquí es preciso tomarla como previa al juicio político, 
pero, es evidente que, éste no debe ser consecuencia for- 
zosa de aquélla”. A continuación agrega: “Lo que ocu- 
rre es que la interpelación...” —se va a ella en lugar 
de poner en marcha el mecanismo de la Comisión Inves- 
tigadora, para luego entrar en el análisis del juicio poli- 
tico, esto es verdad en este país y podemos remitirnos a 
los acontecimientos políticos que han ocurrido en el Par- 
lamento— “...más efectista, con sus juegos oratorios, 
con lo que se puede disfrazar hábilmente la realidad, es 
más expuesta a la variabilidad política de las asambleas, 
más indicada para que interpelantes e interpelacos luzcan, 
en sus respectivos deseos. de lagar discursos retumbantes 
y sonoros. En cambio, la investigación reposaca, sin efec- 
tos, busca pruebas materiales; no quiere realizar ningún 
etecto brillante, sino el esclarecimtento de un hecho, a 
base de detenido estudio”. No apasiona, pero convence. 
Por eso es derecho que sólo emplean eficazmente las de- 
mocracias puras, donde no es peligroso puesto que, donde 
gún no existe una clara noción de los derechos constitu- 
cionales, puede servir de base a peligrosas usurpaciones de 
funciones”. 


Después habla del pedido de juicio político al Presi- 
dente Ellauri, en 1874, en el que en lugar de una Comi- 
sión Investigadora se nombró otra especial que dictaminó 
desde otro ángulo, No se llegó a ningún resultado con- 
creto. Posteriormente, cita otros antecedentes, y lleva a 
cabo el análisis de este tema y de lo que él constituye en 
la vida del país en cuanto a facultades necesarias de las 
Comisiones Investigadoras para llegar, a su través al 
verdadero conocimiento —en este caso— del juicio político 
o de otras materias tratados tembién en este trabajo, 


(Ocupa la Presidencia el doctor Tarigo) 


Esto lo decía el bachiller Grompone en 1914, año en 
el que —según me acota con acierto el señor senador Mar- 
tínez Moreno— aún no estaba consagrado en el texto 
constitucional el actual artículo 120 que rige respecto de 
las Comisiones Parlamentarias de Investigación, ya que 
recién se incorporó en la Constitución de 1918. Precisa- 
mente, se basaba en estos presupuestos y €lementos de po- 
deres implícitos —ínsitos diria— en la organización insti- 
tucional del país, para decir que las Comisiones de esta 
naturaleza tenían esos poderes y que no sólo era conve- 
niente que así fuera sino necesario e imprescindible usar 
para el mejor desarrollo y solución de los problemas que 
estaban en juego. 


Le concedo una interrupción al señor senador Singer, 
que la había solicitado hace algunos minutos. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Puede interrumpir el señor 
senador. 


SEÑOR SINGER. — Como está por finalizar el tér- 
mino de que dispone el señor senador, esperaré a que 
termine su exposición y luego haré una precisión a modo 
de aclaración. 


SEÑOR MARTINEZ MORENO. 
una prórroga, señor senador. 


- Puede concederse 


SEÑOR CERSOSIMO. — ¿No hubo prórroga, señor 
Presidente? 


SEÑOR PRESIDENTE. — El señor senador Cersósimo 
está haciendo uso de los sesenta minutos de que dispone 
como miembro informante, y que están expirando en este 
momento. Como fueron sesenta minutos corridos, no 
hubo prórroga. Además, el señor senador concedió media 
docena de interrupciones que fuercn bastante prolonga- 
das. 


SEÑOR CERSOSIMO. — La verdad es que como con- 
cedí tantas interrupciones no me dí cuenta de que ha. 
bían transcurrido ya sesenta minutos. 
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SEÑOR ORTIZ. — Oyéndolo a usted, señor senador, es 
ecmo si hubieran transcurrido sólo diez minutos. 


(Hilaridad) 


SEÑOR CERSOSIMO. — Muchas gracias, señor se- 
nador. 


SEÑOR PRESIDENTE. — La Mesa hace saber a los 
señores senadores que cuando el orador no pudiese desa- 
rrollar toda su argumentación por insuficiencia del tér- 
mino de que dispone, el Cuerpo podrá acordar por dos 
tercios de votos de los presentes un tiempo complemen- 
tario de treinta minutos. 


SEÑOR BATALLA. — Hago moción en el sentido de 
que se conceda la prórroga. 


(Apoyados) 


SEÑOR PRESIDENTE. — Se va a votar la moción 
formulada por el señor senador Batalla, a los efectos de 
que se prorrogue por treinta minutos el término de que 
dispone el señor miembro informante. 


(Se vota:) 
—24 en 2. Afirmativa, UNANIMIDAD. 
Puede continuar el señor miembro informante, 


SEÑOR CERSOSIMO. — Quería preguntar al señor 
Presidente si, al conceder interrupciones —que, como ami. 
go y viejo parlamentario, no puedo dejar de otorgar— el 
tiempo corre de la misma forma. 


SEÑOR PRESIDENTE. -— De acuerdo al Reglamento, 
el tiempo empleado en las interrupciones se computa a 
quien está en el uso de la palabra. 


SEÑOR SINGER. — ¿Me permite ahora, señor se- 
nador? 


SEÑOR CERSOSIMO. — Entonces, ruego al señor se- 
nador Singer que sea breve. Aunque, como esto no se es- 
tila en la técnica parlamentaria —ya que se concede o 
no una interruptión— en consecuencia, disponga del tiem- 
po que desee, señor senador. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Puede interrumpir el señor 
senador Singer. 


SEÑOR SINGER. — Solicito al señor senador Cersósi- 
mo que esté a la recíproca; cuando le concedí interrup- 
ciones no le señalé ninguna limitación no obstante no ser 
miembro informante, razón por la cual me encontraba 
con mucho menos tiempo para realizar mi exposición. 


SEÑOR CERSOSIMO. — Por eso le he dicho que dis- 
ponga de todo el tiempo que considere necesario y que 
el Reglamento le conceda. 


SEÑOR SINGER. — Me alegro, señor senador. 


La última parte del tema que estaba analizando el 
señor senador Cersósimo es muy importante. En lo perso- 
nal, como lo manifesté durante mi exposición, le atribu- 
yo una importancia absolutamente fundamental, porque 
creo que es precisamente aqui donde se estaría incurrien- 
do —en caso de aprobarse algunas disposiciones del pro- 
yecto— en una violación de los preceptos constituciona- 
les. Nadie pone en tela de juicio —y creo haber sido cla- 
ro al respectto— que puedan designarse Comisiones In- 
vestigadoras para el entablamiento de un juicio político. 
Lo que no puede hacerse es iniciar una Comisión Investi- 
gadora para indagar acerca de la conducta de los gober- 
nantes que están comprendidos en el artículo 93 de la 
Constitución, para desembocar posteriormente —como re- 
sultado no previsto en esa investigación— en un juicio 
político. 


En oportunidad de dar lectura a algunos pasajes de 
la nota que cursara el Consejo Nacional de Gobierno de 


14—C.S. 


la época a la Cámara de Representantes, el 22 de octubre 
de 1959, me referí, justamente, a un párrafo en el que 
esto queda claramente establecido. Dicho pasaje expresa, 
“Podrá así ser indispensable una investigación de los he- 
chos denunciados y entonces procederá indagarlos por 
una Comisión, la que dictaminará en su momento lo que 
resulte de ello; pero adviértase que esto será un medio 
al servicio del objeto aludido”. 


Es decir, al servicio del objeto para entablar un juicio 
político. La Cámara de Representantes lo primero que tie- 
ne que considerar es si hace lugar a la formación de 
causa; o sea, si entiende que los hechos denunciados ame- 
ritan el juicio político. Después, puede designar una Co- 
misión Investigadora. Lo que no puede hacer, por ejem- 
plo, es que al señor senador Cersósimo un señor represen- 
tante le acredite determinados hechos, y con ese motivo 
comience a investigar su conducta a través de una Comi- 
sión Investigadora para después ver lo que pasa. Y no 
ocurre nada, pero lo cierto es que el señor senador Cersó. 
simo fue ampliamente investigado, sometido a todo lo que 
conlleva esta investigación que nosotros conocemos dema. 
slado bien. 


Estimo que, en primer lugar, el señor representante 
en cuestión —estoy cltando una hipótesis— tiene que acu- 
sar al señor senador en la Cámara de Representantes, 
siendo ésta la que debe tomar la decisión política de si 
hay lugar o no a la formación de causa, si los hechos de- 
nunciados revisten gravedad suficiente, tienen entidad y 
están encuadrados dentro de los alcances del artículo 93 
de la Constitución. Si la Cámara de Representantes, por 
las mayorías requeridas resuelve eso, entonces, puede de- 
signar una Comisión Investigadora. Respecto a este pun- 
to, nadie lo ha puesto en tela de juicio. Pienso que lo que 
no debe hacerse es empezar al revés. 


Esto es lo sostenido en este informe, con el prestigio- 
so aval, tan reiteradamente citado, del doctor Justino Ji- 
ménez de Aréchaga 1IL 


Agradezco la interrupción del señor senador Cersó- 
simo. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Puede continuar el señor 
senador Cersósimo. 


SEÑOR RICALDONI. — ¿Me permite una interrup- 
ción, señor senador? . 


SEÑOR CERSOSIMO. — Mis estimados amigos no 
quieren que continúe con el discurso; pero, le concedo 
una interrupción al señor senador Ricaldoni, Presidente 
de la Comisión de Constitución y Legislación. 


SEÑOR PRESIDENTE, — Puede interrumpir el señor 
senador Ricaldoni. 


SEÑOR RICALDONI. — En el curso de mi exposición, 
al abrirse la sesión de hoy, traté la linea argumental del 
señor senador Singer que, ahora, reitera, Justamente, mi 
preocupación era que el señor senador no estaba en Sala. 


SEÑOR SINGER. — Igualmente estaba escuchando, 


SEÑOR RICALDONI. — Efectivamente, el señor se- 
nador me dijo que estaba escuchando y así me lo hizo 
saber cuando ingresó a Sala. 


Este es un tema al que se le está dando una impor- 
tancia que justifica nuevamente la aclaración. Me pre- 
gunto cun qué hechos investigables se vincula el tema por 
aquellas autoridades pasibles, de acuerdo con la Consti. 
tución, de juicio político. Es un tema distinto, ajeno, no 
previsto, no contemplado en el proyecto que estamos con- 
siderando. 


¿Qué es lo que dice el proyecto? Repito —y pido dis- 
culpas al Cuerpo— que el artículo 12, letra A —que es 
la preocupación manifestada por el señor senador Sin- 
ger— señala... 


SEÑOR SINGER. — Una de ellas, entre otras. 
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SEÑOR RICALDONI. — ...que entre los cometidos de 
las comisiones del artículo 120, figura el de investigar dos 
cosas, según el apartado a). Por una parte, situaciones 
que se consideren ilícitas o irregulares, a fin de corre- 
girlas, etcétera, etcétera. Esa es una hipótesis. 


La otra hipótesis es la promoción de un juicio politico. 


. Acá no dice, no prejuzga, no se define en el sentido 
“e si se pueden investigar, además, algunos hechos come- 
tidos por personas que pueden ser pasibles de juicio polí- 
tico, hechos que no desemboquen en éste. 


Comprobamos, sí, que no toma partido ni por la tesis 
contenida en la nota de 1959 de la mayoría del Consejo 
Nacional de Gobierno, ni por la tesis contraria. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Puede continuar el señor 
senador Cersósimo. 


SEÑOR CERSOSIMO. — Veré si puedo hacerlo. 


Queremos significar que la posición adoptada, en lo 
que a nosotros respecta, en relación con este tema y con 
este proyecto, es, en cierta forma, aquella que señalaba 
José María Eca de Queiroz, cuando decía que la curiosi. 
dad es un instinto de infinito alcance. Por un lado, hate 
escuchar detrás de las puertas y, por otro, lleva a des- 
cubrir América. 


Nosotros no queremos estar ni en una posición ni en 
la otra, sino en el justo término. No vamos a hurgar en 
la privacidad ni en otros elementos que son extraños a 
la esencia misma de nuestro sistema constitucional, en 
cuanto él determina el respeto de los derechos indivi- 
duales en ese aspecto, de las garantías que otorga el or- 
denamiento jurídico vigente y, en síntesis, de lo que son 
derechos humanos en esta materia. Tampoco vamos a 
pretender que con una herramienta de esta naturaleza 
el Poder Legislativo se encuentre dotado de facultades 
absolutas, poco menos que determinantes y que, usándo- 
las, se vaya a llegar a extremos que señalen que tual. 
uier irregularidad pueda quedar de manifiesto a través 
del ejercicio de ellas. 


Queremos expresar que la discreción y la seriedad 
han constituido el propósito y la característica que han 
animado a la Comisión y a nosotros en el orden particu- 
lar y en cuanto integrantes del sector político que repre- 
sentamos. 


Por lo tanto, toda vez que se pueda hablar en este 
Cuerpo, de facultades que vayan más allá de lo que nor- 
malmente ocurre en los distintos países, deseamos signi. 
ficar que, por el contrario, el proyecto no hate nada más 
que recoger la práctica constitucional de casi todas las 
naciones de América y, también, del mundo entero, Asi, 
además, lo acoge y lo reglamenta la Constitución y el 
ordenamiento normativo de Brasil, de la República de 
Costa Rica, de la de Haití. de la de Panamá, la Consti.- 
bución peruana de 1933, la Constitución de Bélgica, la de 
Alemania Occidental, la de Italia, el régimen de Dina- 
marca, la Constitución de la U.R.S.S., la de Yugoslavia 
--donde está también consagrada la encuesta parlamen- 
taria— la de Bulgaria, Rumania, Alemania Oriental, Aus- 
tria y tantos otros paises que sería ocioso determinar en 
estas circunstancias. 


Vamos a referirnos a dos hechos que nos parece im- 
portante puntualizar en esta emergencia y sobre los que 
la Comisión ha tenido especial cuidado. Tengo que dis- 
crepar en ello, a pesar de que el informe lleva mi firma, 
porque no sólo es la diferencia de matiz sino que también 
lo es en lo que respecta a la profundidad. 


La Constitución dice que solamente las Cámaras po- 
drán nombrar Comisiones Investigadoras. El artículo 132 
agrega que también lo puede hacer la Comisión Perma- 
nente. No se refiere expresamente a la Asamblea General, 


Si indicamos este cúmulo de doctrina que hemos re- 
señado y que han citado otros señores senadores es de- 
bido a que el nombramiento de una Comisión Investiga- 
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dora es la consecuencia de usar uno de los tres medios 
de que dispone el Parlamento para ejercer sus competen- 
cias. 


Si recurrimos a toda la doctrina extranjera que he- 
mos leído, a este y a otros efectos, y a la doctrina nacio- 
nal, observamos que se le atribuye esta facultad al Par- 
lamento, así como a la Asamblea General, de designar 
comisiones con el fin de cumplir, sobre todo, sus fun- 
ciones de contralor y de administración. 


Así, por ejemplo, no sería lógico que la Asamblea 
General que designa los miembros del Tribunal de Cuen- 
tas, de la Corte Electoral o de la Suprema Corte de Jus- 
ticia, etc.; que, de acuerdo con el articulo 301 de la 
Constitución, tiene que dar su anuencia y aprobar un 
empréstito en el orden municipal o intervenir en las dis- 
crepancias de los presupuestos del artículo 221 de la Car- 
ta O, de acuerdo con el artículo 225, en las surgidas entre 
el Tribunal de Cuentas y la Junta Departamental, en 
relación con la aprobación del presupuesto municipal, no 
pudiera designar una Comisión Investigadora a fin de 
informarse mejor al respecto. Por lo tanto, estimo que 
esto es así y tal aserto, además, se apoya en la clara Opi- 
nión en ese aspecto, del doctor Carbajal Victorica, donde 
nítidamente expresa que en este caso corresponde a la 
Asamblea General el uso y ejercicio de esta facultad de 
designación, porque está, precisamente determinada por la 
necesidad de que se ejerzan las potestades que le son 
propias. 


El doctor Carbajal Victorica, en la página 118 de este 
trabajo que estoy glosando, dice: “A la Asamblea Gene- 
ral se le debe reconccer también el poder de designar 
Comisiones de encuesta para obtener los informes nece- 
sarios a fin de decidir si los decretos, creando o modifi- 
cando impuestos departamentales apelados por el Consejo 
Nacional de Gobierno lesionan o no el interés general 
(art. 300 )o si son inconstitucionales o ilegales, los de- 
eretos y resoluciones apelados de acuerdo con el artículo 
303 de la Constitución, cuando el problema de derecho, 
exija esclarecimientos de hecho”. 


Y agrega al final: “Con acatamiento a la misma ló- 
gica. interpretativa” —que ha desarrollado en relación con 
aquellos otros artículos— “debe reconocerse la competen- 
cia implícita de utilizar esas Comisiones para decidir con 
fundamento en el caso del articulo 301 —y decimos no- 
sótros, 225 y 221— de la Constitución”. 


En lo que dice relación con el régimen jurídico de 
la Universidad y de los entes de enseñanza, fundamental. 
mente con estos últimos, tanto Justino Jiménez de Aré- 
chaga como Carbajal Victorica opinan que, en relación 
con estos temas, en lo que tiene que ver con la formación 
de la conciencia cívica y moral de los ciudadanos, el Par- 
lamento puede investigar y está obligado a ejercer esos 
poderes, pues, oportunamente, puede dar lugar a la res- 
ponsabilidad política del Ministro correspondiente su no 
ejercicio en forma debida. 


Carbajal Victorica agrega, señor Presidente -—y noso. 
tros compartimos su aserto, totalmente, porque no ataca 
de ninguna manera la especialidad del ente-— que la Co. 
misión reserva expresamente cuando establece que, entre 
los poderes de investigar, no pueden comprenderse aque. 
llos que digan relación con la especialidad de los entes, 
de acuerdo al artículo 190 de la Constitución de la Re- 
pública que: “Existen vinculados a la obra de la Univer- 
sidad valores de orden público”, Y en esto, quiero que 
quede bien claro, no va de nuestra parte, ni expresa ni 
implícitamente incluido en él. ningún ataque, ni precisión 
de naturaleza alguna, ni ningún prejuzgamiento ni juicio 
de valor en relación con el ente de que se trata. 


“Existen vinculados a la obra de la Universidad Va- 
lores de orden público” —dice, y compartimos— “regula- 
dos y protegidos por las leyes. como la gratuidad de la 
enseñanza oficial, la formación del carácter moral y Cí- 
vico de los alumnos, los derechos fundamentales que no 
pueden ser quitados por reglamentos y que pueden resul. 
tar heridos por los regímenes de estudios, según la canti- 
dad de materias y los años exigidos, el acceso a las pro. 
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iesiones, del cual dependen en parte” --¡cómo no vamos 
2 estar de acuerdo con esto!— “la igualdad social de 
oportunidades, la policía del ejercicio profesional, que 
cuida la exclusividad de actuación derivada de los títulos 
universitarios...”. “No se trata de problemas circunscrip- 
tos en la especialidad técnica de un ente autónomo, aun- 
que éste tenga la vida y la transcendencia de ser alber- 
gue del pensamiento nacional. Son incumbencias esencia- 
les del Estado, proclamadas por la Constitución, sometidas 
a la ley y que no pueden hurtarse al conocimiento par- 
lamentario y a la ventilación pública de su contralor”. 
Afirmo señor Presidente que estos son conceptos que todo 
el Senado tiene que compartir porque forman parte, O 
están comprendidos, dentro de la propia organización cons- 
titucional. 


En lo que dice relación con los gobiernos departa- 
mentales, nosotros, que precisamente hemos sido, por una 
razón fundamental de existencia regionalista, permanen- 
tes defensores de la autonomía de esos gobiernos y de 
los Municipios en genera!, no podemos menos que adherir 
a cada una de las conclusiones de este destacado Maestro 
de Derecho Administrativo, en cuanto dice que el Par- 
lamento no tiene facultades —a pesar de que las usó con 
exceso, exorbitándolas en 1940— para realizar investiga- 
ciones en materia de gobiernos departamentales, porque, 
al discutirse la Constitución de la República y sus refor- 
mas desde 1918 a la fecha, en cada uno de esos casos 
se puso el énfasis y se determinó que hay un paralelismo 
entre las facultades concedidas a] Parlamento y las otor- 
gadas en materia de gobierno departamental a las Juntas 
Departamentales, en cuanto éstas ejercen los poderes de 
control administrativo y usan de los medios pertinentes 
para desempeñar su función, como en el orden nacional 
lo hace el Poder Legislativo... 


SEÑOR MEDEROS. — Muy bien. 
SEÑOR CERSOSIMO. — Muchas gracias. 


El señor senador que ha sido un brillante Presidente 
de Concejo Departamental y un tenaz e indeclinable de- 
fensor, también de la autonomía de los Municipios y que, 
como yo, ha vivido este problema, naturalmente que debe 
coincidir no con la forma con lo que digo, pero sí con 
el principio que pongo de manifiesto al expresarme de es- 
ta manera. 


SEÑOR MEDEROS. — Es así, señor senador, 


SEÑOR CERSOSIMO. — En consecuencia, señor Pre. 
sidente, quiero manifestar que nosotros, con este descen- 
so en cuanto al énfasis que ponemos o que podemos te- 
ner en relación con cada una de las disposiciones de que 
se trata, señalamos que estas son nuestras razones en 
cuanto a la adhesión al proyecto, sintéticamente expues- 
tas, con el propósito, además de no abusar, de la aten- 
ción del Cuerpo. Repito, señor Presidente, que en este as- 
pecto entendemos que esas facultades no solamente deben 
ser interpretadas como implícitas sino que han de ser ex- 
presamente consagradas por ley que las regule. En la 
exposición de motivos nosotros decimos, que, desde 1919, 
en que se presentó el primer proyecto por parte del doc- 
tor Juan Andrés Ramírez. hasta la actualidad, son cua- 
tro por lo menos los proyectos para regular las facultades 
y competencias de las Comisiones Investigadoras... 


SEÑOR MARTINEZ MORENO. -— Y con carácter ge- 
neral. 


SEÑOR CERSOSIMO. — Naturalmente, con carácter 
general, a través del texto legal pero no ha podido lle- 
garse a la concreción de ningún texto en esa materia. 


Decimos que hace ya más de un siglo, cuando. perdu- 
raban todavía, en la Unión Americana, los tristes recuer- 
dos de “los despojos” del “reinado de Andrew Jackson”, 
a los que, como mencionamos, opuso alguna vez las vallas 
judiciales desde la Suprema Corte de Justicia de Estados 
Unidos el Juez John Marshall, expresaba el historiador 
Bellec algunos años atrás se ha escrito mucho, entre 
nosotros, sobre la tiranía; pero pocos autores han habla. 
do de. la tiranía de las mayorías”. 
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“Sin embargo, agregaba es de todas la más irresisti- 
ble, la más despiadada”. 


“Puede lo que quiere, dicta la ley, hace los jueces 
que la interpretan y los magistrados que la aplican, y 
en su inquieto celo, no Cesa de estar con el ojo abierto 
y amenazador sobre los magistrados y los jueces mismos. 
Ningún poder es capaz de resistirla, cualquiera que sea 
su fallo, porque está segura de ser obedecida puntúualmen- 
te, desde que ella misma es la que ejecuta su sentencia”. 


Recuerdo que desde esta misma banca en que estoy 
sentado, el doctor José Espalter —¡fíjense qué diferen- 
clal— decía que no creia, a veces, en la equidad de los 
parlamentos y que el despotismo es mutho más temible 
cuando toma asiento en los Cuerpos parlamentarios que 
aquel que es ejercido por las manos de un solo déspota. 
Agregaba, y digo yo también, que los decenviros romanos 
eran más temible todos juntos que cada uno de ellos se- 
paradamente. 


Hemos tenido el especial cuidado de limitar esos Po- 
deres y de tratar de que esas facultades no sean omni. 
modas a través de este proyecto de ley. Eso es lo que 
queremos, lo que hemos hecho y lo que ha querido, sin 
duda, el señor senador Aguirre que fue el autor del ante- 
proyecto. Es de estricta justicia reiterar esto y eso es lo 
que los siete miembros de la Comisión de Constitución y 
Legislación, después de un estudio profundo y de un aná- 
lisis, también, de la misma naturaleza, hemos aprobado. 
Eso es lo que nos disponemos a votar con la atenuación 
gue nuestra bantada ha requerido que aceptemos y es- 
peramos que esta solución conduzca a dar al Parlamento 
un elemento eficaz para el desenvolvimiento de su fun- 
ción, sin menoscabo de la misma, pero sin avasallamien- 
to del derecho ajeno. 


6) ASUNTOS ENTRADOS 


SEÑOR PRESIDENTE. — Dése cuenta de dos asuntos 
entrados. . 


(Se da de los siguientes:) 
“Montevideo, 7 de julio de 1986. 


Varios señores senadores presentan un proyecto de re- 
solución por el que se incrementan en forma comple- 
mentaria las retribuciones básicas de los funcionarios del 
Senado y la Comisión Administrativa del Poder Legisla- 
tivo. 


—A la Comisión de Presupuesto. 


El señor senador Raumar Jude solicita, de conformi- 
dad con lo establecido en el artículo 118 de la Constitu- 
ción de la República, el envío de un pedido de informes 
al Consejo de Educación Secundaria, referente a presun- 
tas irregularidades administrativas en el liceo N* 1 de 
la ciudad de Paysandú. 


——Procédase como se solicita.” 


7) COMISIONES INVESTIGADORAS. 
Sus facultades y poderes. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Continúa la discusión ge- 
neral del proyecto. Tiene la palabra el señor senador 
Martínez Moreno. 


SEÑOR MARTINEZ MORENO. — Señor Presidente: 
luego del discurso pronunciado por el señor senador Cer- 
sósimo, donde se mezcló. un claro sentido jurídico —que 
lleva consigo permanentemente— con un sentido político 
bastante explicito, todo ello con una tonalidad casi poé- 
tica, nuestras palabras parecerán, sin duda, mucho más 
pedestres. Explicaré simplemente el sentido del voto que 
huestro sector va a dar a este proyecto de ley. 


Como representante de la Comisión de Constitución 
y Legislación y miembro informante de este proyecto ex- 
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preso que el Frente Amplio le va a dar su aprobación. 
sin perjuicio de lo que pueda pasar en la discusión par- 
ticular donde también estamos dispuestos a acompañar 
la redacción tal como vino de la Comisión. 


Luego de haber oido el ilustrado discurso del señor 
senador Aguirre y de otros señores legisladores del Par- 
tido Colorado, donde distinguimos cl expresado por el se- 
ñor senador Ricaldoni por cuanto pareció ser —casi diría 
yo-—— complementario del expresado por el señor senador 
Aguirre y no contradictorio, tenemos muy poto más pa- 
ra agregar a este debate en nuestro carácter de miembros 
informantes como los demás del Cuerpo. Lo aprobamos, 
en lo que me es particular, con menos méritos que los 
demás, inclusive por razones de tiempo, pues me incor- 
poré recién a la Comisión en el mes de febrero, siendo 
que ésta estaba tratando este proyecto de ley desde octu- 
bre del año anterior, 


Mi larga experiencia legislativa, el haber formado 
parte de alguna Comisión Investigadora allá por el año 
1955 y el haber participado en la ley que precisamente 
motivó algunas de las más agudas críticas por parte del 
señor senador Aguirre, nos dio una experiencia que 1n- 
dica que es conveniente que exista una ley con sentido 
general y abstracto, que no se refiera a una investigación 
particular cualquiera y que no tenga que referirse 2 
eso para saber cuál es el clima político con relación a 
elia. 


Por el contrario, debe ser una especie de Código de 
Procedimiento Parlamentario, para que sepamos cuál es 
la conducta a la que se deben ceñir los legisladores cuan- 
do integramos una Comisión parlamentaria de investiga. 
ción que aporte datos para la elaboración legislativa. Por 
estas razones pensamos que es fundamental la aprobación 
de este proyecto de ley. Pienso que de esta manera, para 
las futuras investigaciones, se podrá realizar un trabajo 
objetivo, desapasionado e incluso puede ilustrario esta 
discusión que ha habido en la Cámara, en donde no hubo 
en ningún momento —y no podía ser de otra manera— 
la más minima desconfianza por parte de nadie. Se ha 
discutido en lo que se cree que es más conveniente y 
hubo algunos legisladores más desconfiados de los poderes 
del legislador y otros más entregados a las resultancias 
de una mayoría parlamentaria en una investigación de- 
terminada. 


El artículo 120 de la Constitución es uno de' los 
más escuetos, diría que de los más avaros desde el punto 
de vista de su redacción. El mismo expresa que las Cá- 
maras podrán nombrar Comisiones parlamentarias de in- 
vestigación o para suministrar datos con fines legislati- 
vos. Este breve artículo, que apenas cubre dos líneas de 
esta mini-Constitución que estamos manejando, es, no 
digo el factor que crea toda esta ley interpretativa, sino 
Que €s básico para entrar en el estudio de las Comisiones 
Tnvestigadoras parlamentarias en el Uruguay. 


Con ese artículo 120 y otros muchos que están distri- 
buidos a lo largo de la Constitución ya tenemos base 
fundamental escrita para expedirnos acerca de la existen. 
cia o no de las Comisiones Investigadoras parlamentarias, 
sobre su licitud o ilicitud y sobre la posibilidad de que 
se formen e investiguen. 


Se ha sido muy claro —inclusive el señor senador 
Cersósimo se refirió a ello-- cuando se ha mencionado 
la cantidad de veces en que funciona el instituto de la in- 
vestigación parlamentaria con o sin precepto eonstitucio. 
nal. La llamada teoría de las facultades implícitas es 
aplicable en todos los países donde los textos constitucio- 
nales no han recogido, no han hecho ningún tipo de ob- 
servación ni han dicho una palabra sobre la existencia o 
wmexistencia de la posibilidad de la investigación parla- 
mentaria y aquellas otras que, como la nuestra, contienen 
disposiciones que le pueden dar un alcance más amplio, 


El artículo 120 de nuestra Constitución da base es- 
crita a la posibilidad de designar Comisiones Investigado- 
ras. En su escueto texto se distinguen dos situaciones: las 
Comisiones parlamentarias de investigación y las que ac- 
túan recopilando datos con fines legislativos. Por consi- 
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guiente, son dos tipos de Comisiones especiales parlamen- 


tarias que debemos examinar. 


El proyecto de ley que en este momento está a estu- 
dio del Cuerpo distingue cuatro tipos de Comisiones: las 
ordinarias, las especiales, las investigadoras y las entarga- 
das de recoger datos con fines legislativos. 


Podemos señalar que este proyecto es adjetivo, que 
no entra a considerar los derechos sustantivos ni a. crear 
ninguno, Sí, establece disposiciones de carácter procesal y 
va acumulando informaciones para que el investigador del 
futuro se maneje con más tranquilidad que la que pue- 
de tener hoy, sin encontrarse Con el problema al que 
se enfrentan todas las Comisiones Investigadoras o sea, 
que comienzan a realizar su tarea luego que se solicita 
la votación de una ley especial, porque solamente de esa 
manera podrán proseguir con su trabajo. Y en esa ley, 
que no es general ni abstracta se suele ver el sentido de 
persecución de parte de algunos o de protección de parte 
áe otros con respecto a lo que se está tratando de averi- 
guar o de saber. 


Cuando en la Constitución de 1917 se introdujo el 
tema de las Comisiones Investigadoras y se votó el ar- 
tículo que hoy lleva el número 120, decía el doctor Ma- 
ssera que, evidentemente, dichas comisiones debían tener 
facultades coercitivas. Y Justino Jiménez de Aréchaga de- 
cía que Massera suponía que las facultades coercitivas 
estaban implícitas en la letra de la Constitución. 


La introducción del artículo 332 a la Carta Magna 
no cambia las cosas pero las aclara y fuerza al legisla- 
dor para llegar, al final, a esta ley reglamentaria, a esta 
ley reguladora del trámite de las Comisiones Investiga- 
doras, y a establecer la aplicabilidad de las disposiciones 
constitucionales. 


La remisión a las leyes análogas, principio de dere- 
cho y doctrina, es insuficiente y se evidencia la necesidad 
de reglar el artículo 120 con una ley general de carácier 
adjetivo que sea un instrumento útil para que el legisla- 
dor, en el futuro, tenga las herramientas para realizar 
la investigación. 


Se debe examinar el breve texto del artículo 120 
junto con otras disposiciones contenidas en la Constitu- 
ción. Hay más de 20 normas que forman algo así como 
los rieles sobre los cuales se puede ir desplazando el tra- 
bajo de las Comisiones Investigadoras. He recogido los 
artículos de la Constitución que tienen relación directa O 
indirecta con los principios sobre los que hoy estamos 
conversando y aparecen más de 20 —desde el séptimo, 
cue establece los derechos individuales, desde luego el 
120, 132, referido a la Comisión Permanente, el 115, etcé- 
tera— que están vinculados al texto del proyecto que se 
está considerando. Se relacionan con los límites en que 
se ha movido el legislador para tratar de no rozar en nin- 
gún momento el texto de la Carta que a todos .nos rige 
y que todos debemos respetar. 


El proyecto de ley abarca varios aspectos y materias. 
Ya señalamos que el articulo 120 se refiere a dos proble- 
mas diferentes: a las Comisiones parlamentarias de in- 
vestigación y a las Comisiones parlamentarias con fines 
legislativos. En la Constitución de 1917 se quiso dar coer- 
cibilidad: a estas dos Comisiones, coercibilidad que surge 
de la naturaleza misma de la función legislativa. La, teo- 
ría de los poderes implícitos lleva a sostener que tal 
coercibilidad es uno de los elementos ínsitos en las atri- 
buciones dadas al legislador en el caso de una Comisión 
Investigadora parlamentaria. 


Como tonclusión, la Comisión Investigadora puede 
llegar a establecer, por ejemplo, la responsabilidad de un 
Ministro. También está el caso en que una Comisión In- 
vestigadora que actuara en la órbita de la Cámara Baja, 
reclamara de su Cuerpo la iniciación de un juicio político; 
“además, puede llevar a remitir los antecedentes a la sede 
penal o dejar que los legisladores actúen por su cuenta 
interpretando el problema en un texto legal. 


Hoy decíamos que muchas veces se han tratado de 
aprobar leyes generales y que ninguna de ellas hasta el 
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presente, 4 pesar de haber sido presentadas por ilustres: 
legisladores, han tenido la suerte de ser aprobadas. Tam- 
bién debemos consignar que no hubo ninguna Comisión 
Investigadora que actuára durante mucho tiempo sin que 
tuviera que recurrir al Parlamento a solicitarle atribu- 
ciones, que debían ser otorgadas en forma de ley especial. 


Nos parece más conveniente que las disposiciones le- 
gales se dirijan en una forma general y abstracta, con- 
cediendo jas atribuciones y no que se aprueben sobre un 
tema determinado. 


Podemos nombrar varias Comisiones Investigadoras 
que actuaron en el pasado, en temas relacionados por 
ejemplo, con la Caja de Jubilaciones de Empleados y 
Obreros de Servicios Públicos, o una que se nombró en el 
año 1245, que investigaba a integrantes del Gobierno que 
formaban parte de sociedades anónimas. También pode- 
mos citar otra del año 1947, que investigaba, Con fines de 
interés general, lo relativo al trust de los medicamentos 
en la actividad privada. 


Las distintas Comisiones investigadoras que actuaron 
en nuestro Derecho y que hicieran su historia en nuestro 
Parlamento, no contaron nunca con una ley que las re- 
giamentara. En 1919 el doctor Juan Andrés Ramírez pre- 
sentó un proyecto de ley sobre esta materia y, también 
lo hizo en ese mismo año el señor Justino Eugenio Jimé-. 
nez de Aréchaga. Posteriormente, en el año 1930, fue pre- 
sentado un proyecto por el señor Lerena Acevedo. Y, fi. 
nalmente, en el año 1948 se presentó un último proyecto 
de ley con carácter general, de parte de los legisladores 
Ledo Arroyo Torres e Isabel Pinto de Vidal. Todos estos 
proyectos de ley con sentido general no fueron aproba- 
dos, En cambio, con sanción parlamentaria y transforma. 
dos en ley, existieron varios, por ejemplo, el que mencio- 
naba el señor senador Aguirre, en el que tuvimos alguna 
participación en la función especial que realizaba aquella 
Comisión Investigadora sobre las supuestas irregularidades 
que habría en la órbita de la Aduana de Montevideo. En 
dicha Comisión actuamos durante varios meses, junto al 
miembro denunciante, nuestro distinguido amigo y Corre- 
ligionario —ahora fallecido— el señor legislador Zelmar 
Michelini. 


Estas son consideraciones muy generales, relacionadas 
con el proyecto de ley que estamos examinando, que sus- 
tituye a ctro de la Cámara de Representantes que criticó 
o cqmentó con agudeza el señor senador Ricaldoni, que 
nos fue enviado por la Cámara de Representantes el 10 
de julio de 1985. Es decir, que a un año de la aprobación 
general de dicho proyecto, estamos hoy estudiando con 
sentido general, la aprobación de otro que tiene más 
de cincuenta artículos, en los que se analizan los distin. 
tos problemas. Al respecto debo señalar que asistiremos y 
colaboraremos en lo posible durante la discusión particu- 
lar, tratando de ayudar a efectos de Que se apruebe este 
proyecto, es decir, a la integración de las Comisiones In. 
vestigadoras, de las Preinyestigadoras, a lo que tiene que 
ver con los plazos breves para que ellas se pronuncien, a 
los quórum establecidos para el nombramiento de las mis- 
mas, así como la forma de su constitución, que puede ser 
de cinco a nueve miembros. O sea que vamos a apoyar la 
posible aprobación de la reglamentación de estas Comi- 
siones, que son cuerpos extraordinarios previstos por la 
ley y la Constitución, y que funcionan luego de ser de. 
signadas por una rama del Poder Legislativo o, en su de. 
fecto, por la Comisión Permanente. 


¿Quiénes pueden ser investigados? Puede serlo, desde 
luego, el Poder Ejecutivo, que es al órgano al que el 
Poder Legisiativo tiene la potestad y obligación de con- 
trolar. Pero, además del Poder Ejecutivo, hay una larga 
enumeración, ya que la ley contiene cerca de diez. ar. 
tículos, en donde se establecen las posibilidades de inves- 
tigar los actos de los magistrados, del Poder Judicial y del 
Tribunal de lo Contencioso Administrativo, la actividad de 
los entes autónomos y servicios descentralizados y de los 
Gobiernos Departamentales. 


En la discusión particular, vamos a examinar cómo 
-podremos hater para mejor proveer o prongnciarse, cuan- 
do una de las ramas del Poder Legislativo tenga que ha- 
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cerlo acerca de actos que le competen, por disposiciones 
constitucionales, como por ejemplo, sobre el Tribunal de 
Cuentas, la Corte Electoral, personas públicas no estata-. 
les y empresas privadas, cuando Medien dos circunstan- 
cias o cuando existan razones de interés general o. sobre. 
contralor del Poder Ejecutivo. 


En' todos estos casos se podrá hacer investigación par- 
lamentaria. * 


Asimismo, se prevé cuándo estas Comisiones deben ac- 
tuar en sesión secreta, y cuándo pueden levantar el se- 
creto de la misma; dónde deben quedar los documentos 
que llegan a las Comisiones Investigadoras parlamenta- 
rias, suministrados por' el Poder Ejecutivo y por otros or- 
ganismos y que tengan carácter de reservado, el cual, pot 
supuesto, debe ser respetado, así como también el secreto 
de toda la información que se le nueda brindar por parte 
de los organismos que debieron entregar tales documentos. 


Todo eso integra el Cuerpo de este proyecto de ley 
que se preocupa mucho —como expresé hace un rato— en 
ho «olidar con el texto de la Constitución y no avasallar 
las facultades de los otros Poderes, así como no infringir 
disposiciones constitucionales que le dan autonomía, fue- 
ra de la que tiene el Poder Legislativo. 


Este proyecto de ley determina -——hcy lo comentaba 
un señor senador del Partido Colorado— dos delitos, uno 
en el artículo 38 y otro en el 40. Este se refiere a los 
particulares que no comparecen o que se niegan a dar in- 
formes, los que incurrirán en el delito previsto en el 
artículo 173 del Código Penal, y en una especíe de falso 
testimonio administrativo, que se castiga con la pena de 
desacato, porque el falso testimonio no cabe ante un Or- 
ganismo de la Administración Pública, sino que es un de- 
lito contra. la administración de justicia. 


El artículo 45 hace una remisión al delito del artículo 
173 del Código Penal, que es el de desacato. Dice: “El tes- 
tigo que afirmare lo falso, negare lo verdadero u ocultare 
en todo o en parte la verdad”, etcétera. Parecería que se 
está tratando el delito de falso testimonio. Sin embargo 
ño es así porque al establecer la pena se ve que el legis- 
lador ha.optado por no caer en la forma típica del delito 
de falso testimonio donde el bien jurídico tutelado es la 
administración de justicia. 


Finalmente, señor Presidente, se establecen normas de 
garantía a los particulares que tienen que ver con la 
existencia del artículo 66 de la Constitución de la Repú- 
blica, el que da un plazo para articular descargos y ha- 
cer su defensa. Asimismo se determina una protección 
para aquel que concurre a declarar como testigo —sim- 
plemente como testigo— sin ser investigado o inculpado. 
También se prevé esta situación, y toda persona llamada 
a declarar como testigo ante las Comisiones Investigado- 
ras tiene el derecho a ser asistida por un abogado de su 
confianza. Este profesional podrá formular preguntas y 
solicitár las rectificaciones que considere necesarias para 
conservar la fidelidad y exactitud de lo declarado. 


En fin, señor Presidente, he adelantado estas frases 
haciendo un sucinto tránsito por el proyecto de ley que 
estamos considerando, anticipando el voto favorable que 
le vamos a dar tanto en la discusión general como en la 
particular, salvo que se nos pruebe, en algún momento, 
que existe inconveniencia en mantener el texto que esta- 
mos discutiendo. 


Por lo tanto, pasaremos a la discusión particular para 
analizar este proyecto que nos abre una perspectiva en 
cuanto a que exista una especie de código de procedi- 
miento de las Comisiones Investigadoras parlamentarias, 
con el fin de poder trabajar en el futuro con menos pér- 
dida de tiempo, sin tener que discutir si se poseen o no 
facultades, qué es lo lícito y qué vulnera lo permitido, 
qué está reglado y qué es lo que no lo está suficiente- 
mente. 


Resumiendo, señor Presidente, vamos a votar favora- 
blemente este proyecto de ley en la discusión general y 
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particular: colaborando «para que se apruebe lo antes po-: 
e. ; ; 


Nada más. 


SEÑOR PRESIDENTE. — No hay más oradores ano- 
tados. 


Se va a votar en discusión general el proyecto de ley. 
(Se vota:) 


—19 en 20. Afirmativa. 


8) SE LEVANTA LA SESION 


SEÑOR BATALLA. — Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Tiene la palabra el señor 
senador. 


SEÑOR BATALLA. — Señor Presidente: queremos ser 
absolutamente leales con el Senado. 


_Teníamos prevista para el día de hoy una reunión 
política que nos obligará a retirarnos de Sala dentro 
de poco Más de media hora. Tenemos conocimiento de 
que también otros sectores parlamentarios deben reunir- 
se en la noche de hoy. 


_Por lo tanto, es deseable ordenar la labor parlamen- 
taria. No podemos pensar que vamos a culminar ahora 
A prado de aprobación del proyecto en su discusión par- 

ular. 


Creemos que todos tenemos conciencia de que maña- 
na el Senado tiene el compromiso de considerar, en pri- 
mer término, el proyecto de ley venido con aprobación de 
la Cámara de Representantes, relativo a la revaluación 
de pasividades. Entendemos que ineluir este punto en el 
orden del día en segundo término, sería algo así como 
taponear el orden del día, y la consideración de otros 
asuntos por parte del Senado. 


- Sugeriría —si es que hubiera acuerdo con los demás 
sectores políticos— el levantamiento de la sesión de hoy, 
y la incorporación de este proyecto de ley sobre Comisio: 
nes Investigadoras como primer punto del orden del día 
de la sesión del día miércoles, Si los senadores miembros 
informantes están de acuerdo, podríamos ordenar nuestro 
trabajo en esa forma. El miércoles consideraríamos este 
proyecto, y la sesión de mañana la aprovecharíamos para 
Analizar una serie de proyectos, que creo es importante 
que sean estudiados. 


9) COMISIONES INVESTIGADORAS. 
Sus facultados y poderes. 


SEÑOR PAZ AGUIRRE. — Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Tiene la palabra el señor 
senador. 


SEÑOR PAZ AGUIRRE. — Señor Presidente: sí el se- 
fñor senador Batalla aplazara por un minuto la presenta- 
ción de su moción, yo podria fundar mi voto con respec. 
to a la votación general que se ha producido. 


Pienso que fui el único que voté en contra porque se 
registró una votación de 19 en 20. 


He votado negativamente no porque no piense que el 
Parlamento deba investigar lo investigable o tomar las 
medidas que entienda oportunas con respecto a esta área 
de su actividad, sino por las razones —de las cuales voy a 
hacer gracia, a los efectos de ser lo más breve posible 
que suscribo en su totalidad, ya manifestadas tanto por 
el señor senador Fá Robaina como por el señor senador 
Singer. Creo que la tarea investigatoria a Cargo del Par- 
lamento está - completamente cubierta con la modalidad 
:que ha: venido empleando hasta el presente. Hago hin- 
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capié fundamental en el hecho de que cuando ha sido 
necesario que una Comisión, dada la característica de la 
materia a investigar o la jerarquía o importancia del 
asunto, requiera del Parlamento medios extraordinarios 
para poder cumplir sus tareas, es tradición que éste los 
vote. Así ha sucedido en numerosas oportunidades te- 
niendo en cuenta y a la vista la importancia del tema a 
estudio, la jerarquía de las denuncias formuladas y Otra 
serie de condicionantes que hacen a la votación misma 
con respecto a la ampliación de sus facultades. 


Por tanto, creo que no es necesario que el Parlamen- 
to vote o resuelva con carácter general una multiplicación 
de estas facultades o el desarrollo de las facultades im- 
plícitas, tal como se ha hablado aqui largamente. Plenso 
que tal como está hasta el presente es suficiente, con el 
agregado, eso sí, de que cada caso concreto merecerá ser 
objeto de resolución. 


Por esas razones y siendo consecuente con el punto 
de vista que he venido sosteniendo en conversaciones Con 
compañeros de mi bancada —no deseo extenderme sobre 
ello porque sería sobreabundar en argumentcs ya dados— 
he votado por la negativa en general este proyecto de 
ley que está a consideración. 


Muchas gracias. 


SEÑOR SINGER. — Pido la palabra para dejar una 
constancia. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Tiene la palabra el señor 
senador. 


SEÑOR SINGER. — Señor Presidente: tuve que au- 
sentarme momentáneamente de Sala —mi despacho que- 
da bastante alejado del recinto de sesiones— y cuando 
me dirigía hacia aqui se produjo la votación. Es por_ese 
motivo que quiero dejar constancia de que si hubléra 
podido participar en ella, hubiera votado negativamente 
en general este proyecto de ley. 


Es cuanto queria manifestar. 


10) SE LEVANTA LA SESION 


SEÑOR AGUIRRE. — Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Tiene la palabra el señor 
senador. 
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: SEÑOR AGUIRRE. — Deseo. expresar que comparto 
plenamente la moción que ha presentado el señor sena- 
dor Batalla por los fundamentos que él ha expuesto, En 
sentido coincidente, desearía agregar que considero ra- 
zonable que en la sesión de mañana se: trate el proyecto 
de ley sobre revaluación de 'pasividades —según acorda- 
mos en la sesión anterior, él figuraría en primer término 
del orden del día— como así también otros proyectos de 
ley que han quedado pendientes de consideración. 


Se me ocurre que de esta manera podemos aligerar 
nuestra tarea en lo que hace a las sesiones ordinarias 
correspondientes a este mes y así podremos emprender la, 
discusión particular de este proyecto en la sesión del día 
miércoles. 


Nada más. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Si no se hace uso de la 
palabra, se va a votar la moción formulada por el señor 
senador Batalla. 


(Se vota:) 
—19 en 19. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
Se levanta la sesión. 


(Así se hate a la hora 20 y 18 minutos, presidiendo 
el doctor Tarigo y estando presentes los señores senadores 
Aguirre, Araújo, Batalla, Capeche, Cersósimo, Cigtiuti, Flo. 
res Silva, García Costa, Gargano, Martínez Moreno, Me- 
deros, Paz Aguirre, Posadas, Senatore, Singer, Tourné 
Traversoni, Zorrilla y Zumarán). 
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